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    PRESENTACIÓN



    Para celebrar los 50 años de Fedesarrollo nos propusimos dos tareas principales que terminarían con la publicación de dos libros. Por una parte, este aniversario merecía revisar la historia de la influencia de Fedesarrollo en las políticas públicas en Colombia. Múltiples ámbitos de política económica y social han sido estudiados por Fedesarrollo y muchos de los análisis de la institución han resultado en políticas que impactan la vida de los colombianos. Por otra parte, después de 50 años de historia, Fedesarrollo debía ofrecer una mirada al futuro: analizar y plantear recomendaciones para los retos de la próxima década. Este libro recoge el esfuerzo de la institución al hacer este ejercicio de prospectiva, con el fin promover un mejor desarrollo económico y social para los colombianos.


    Durante 2019 comenzaron los preparativos para la publicación de este libro: definir temas y reunir autores, todos investigadores de Fedesarrollo actuales o que han contribuido en diferentes momentos a la institución. Para cada capítulo buscamos a los mayores expertos para que dieran una visión complementaria a la de los autores, con el fin de enriquecer y revisar los capítulos con un enfoque práctico, de rigurosidad académica y de aplicación a las políticas públicas. El Comité Académico del Consejo Directivo de Fedesarrollo fue esencial para marcar la visión del libro y para afrontar los retos que deberíamos priorizar como institución y como país. De esta manera, Armando Montenegro, Cecilia María Vélez, José Darío Uribe, Ricardo Villaveces, Rodolfo Segovia y Rosario Córdoba participaron activamente desde las primeras ideas hasta las discusiones más detalladas sobre cada capítulo. Por su parte, Guillermo Perry dio los lineamientos y planteó temas de análisis que no vio completarse por su temprana muerte en 2019.


    Comenzamos 2020 con la tarea clara de estudiar los retos para Colombia en la próxima década y publicar este libro en agosto para el evento de los 50 años de Fedesarrollo. En marzo, con un borrador inicial de todos los capítulos, llegó la pandemia del covid-19 y, con ella, la incertidumbre sobre los meses siguientes y sobre el potencial impacto que podrían representar para el país los aspectos de política presentados en el libro. La pandemia parecía desnudar muchos de los problemas que ya se conocían y resaltaba como más urgentes algunas de las recomendaciones que se formularían. Los retos que se planteaban eran relevantes con o sin covid. Sin embargo, un libro sobre la próxima década debía involucrar análisis profundos sobre los impactos del covid en la pobreza, la desigualdad, el empleo, la educación y el crecimiento económico, entre otros temas.


    Así que, como tantas cosas que afectó el covid, tuvimos que replantear algunos capítulos, olvidarnos de nuestro evento presencial en agosto para el aniversario de la institución y reprogramar la publicación del libro. Durante todo 2020 el contenido del libro se discutió en el Comité Académico de Fedesarrollo y en seminarios abiertos en los que académicos nacionales e internacionales, expertos y funcionarios públicos formuladores de políticas conversaron sobre el contenido, aportaron comentarios y discutieron sobre las recomendaciones en cada sector. También se realizaron eventos virtuales de divulgación abiertos a todo el público que se vieron en vivo a través de las redes de Fedesarrollo y que aún se consultan diariamente en el canal de Fedesarrollo en YouTube.


    A continuación se presenta un recorrido por los capítulos del libro y unas reflexiones sobre la pandemia del covid-19 y sus implicaciones en descifrar el futuro para Colombia.


    En el primer capítulo, María Angélica Arbeláez y Luis Fernando Mejía analizan las tendencias del crecimiento económico de las últimas décadas para Colombia y sus principales barreras, y plantean recomendaciones que permitan aumentar la productividad en el país. Los autores argumentan que Colombia debe reformular la estrategia de crecimiento y adoptar una agenda de reformas estructurales que le permitan transitar de un modelo basado en las industrias extractivas a uno fundado en una mayor diversificación exportadora y una sofisticación de la economía, que impulsen la productividad y el crecimiento económico de largo plazo.


    El enfoque del capítulo permite cuantificar los impactos que han tenido algunas barreras al crecimiento económico y los efectos que podría tener resolverlas en la dirección correcta. Entre los aspectos que se estudian —y que se recomienda reformar para potenciar la capacidad de generación de valor de la economía colombiana— se destacan: 1) fortalecer las instituciones y controlar la corrupción, 2) propender por una mayor apertura comercial y fomentar la competencia en el mercado local, 3) fortalecer la inversión de capital, en particular en infraestructura, 4) modernizar el mercado laboral para lograr mayor formalidad, mejor capital humano y mayor participación femenina y 5) destinar mayores recursos a la inversión en investigación y desarrollo.


    Los autores ofrecen una hoja de ruta con una lista de reformas deseables que, bien implementadas, podrían constituir la llave para que Colombia pueda superar las trabas al crecimiento económico y a la productividad que han impedido un mayor desarrollo a través de los años. Jorge García García contribuyó con sus comentarios y su revisión a diversas versiones del capítulo y participó en varios de los seminarios para su discusión.


    No tiene sentido hablar de crecimiento y desarrollo sin considerar la población que los genera y que se beneficia de estos. Por ello, en el capítulo 2, Piedad Urdinola explora las tendencias demográficas (mortalidad, fecundidad, migración, patrones regionales) de las últimas décadas, para esbozar cuál será la estructura de la población durante los próximos años y cuáles serán los retos de política —y también las oportunidades— de esta nueva estructura. Colombia pasó de ser un país expulsor de personas a enfrentar los retos de la migración venezolana que, bien manejados, podrían redundar en beneficios económicos, en la medida en que los migrantes se integren exitosamente al mercado laboral.


    El aprovechamiento del bono demográfico —periodo en que la población en edad de trabajar supera a los dependientes (menores y personas de la tercera edad)— requiere cambios profundos para lograr mercados laborales más formales, con mayor participación de las mujeres. Colombia es un país de contrastes, por lo que también las tendencias demográficas presentan patrones muy diferentes según se observen diversas regiones, ciudades, zonas urbanas y rurales. Por esto, retos como disminuir la mortalidad infantil, el embarazo adolescente, las muertes violentas y las inequidades étnicas claman por acciones diferenciales que propendan por un desarrollo más inclusivo y con mayor bienestar para todos los colombianos. Carmen Elisa Flórez contribuyó con su experiencia a complementar y enriquecer el texto.


    Una vez explorado lo que se puede esperar —y las acciones que requiere Colombia— en materia de productividad, crecimiento económico y tendencias demográficas, el tercer capítulo se enfoca en la política social. En este, Jairo Núñez realiza un análisis sobre los retos en materia de pobreza e inequidad para el país. Si bien se han presentado mejoras en los indicadores de pobreza en los últimos 15 años, la desigualdad de ingresos, activos y oportunidades es extrema, más aún cuando su análisis se complementa con datos previamente inexplorados.


    El autor destaca la necesidad de fortalecer el sistema tributario, de hacerlo más progresivo y de mejorar las herramientas de focalización del gasto público para que el Estado pueda ofrecer una cancha más nivelada entre las personas, independientemente de las condiciones que tuvieron al nacer. También estudia el efecto social del covid-19 y algunos aspectos institucionales que inciden en los resultados sociales. Financiar la intervención del Estado en materia de pobreza y desigualdad pasa por un ejercicio fiscalmente responsable en el que se alineen los incentivos para fortalecer la tributación —reduciendo a su vez la evasión—, se formalice el empleo y se fortalezca la red de protección social de las personas, evitando el asistencialismo. Eduardo Lora revisó los textos y discutió sus comentarios a lo largo de la elaboración del capítulo.


    Parte importante de la evolución en la pobreza y la desigualdad se explica por las condiciones de empleo de los colombianos. En el capítulo 4, Cristina Fernández y Luis Fernando Mejía exploran con detalle las rigideces estructurales que han afectado durante décadas el mercado laboral colombiano, que se caracteriza, aún en los estándares regionales, por altas tasas de desempleo e informalidad. Conjugan esta caracterización con el análisis de los efectos coyunturales de la crisis desatada por el codiv-19 y ofrecen elementos para encaminar una reforma que reduzca costos laborales, permita mayor formalidad y desligue del empleo formal algunos elementos de la protección social que actualmente refuerzan dinámicas de exclusión.


    Entre otras recomendaciones, los autores plantean la necesidad de migrar hacia un modelo de protección social más generalizado y financiado con impuestos generales, evitando así las distorsiones de impuestos al empleo formal que inducen a la informalidad laboral. También mencionan la importancia de revisar la normatividad del salario mínimo como piso de cotización a la seguridad social, una medida que pretende proteger a los ocupados, pero que en la práctica termina excluyendo de la protección social a los más vulnerables. Los comentarios y revisión del capítulo estuvieron a cargo de Mariano Bosch.


    Estos objetivos de reducción de informalidad y mejores oportunidades para todos solo serán viables fortaleciendo el sistema educativo de manera que el país pueda ofrecer a los niños, niñas, adolescentes y jóvenes educación de calidad y pertinente para el desarrollo de sus habilidades y que les permitan desempeñarse exitosamente en el mercado laboral. En el capítulo 5, David Forero, Víctor Saavedra y Cristina Fernández analizan las tendencias de las últimas décadas y plantean los principales retos en materia de educación para aumentar la calidad y adaptarse a las necesidades del mercado laboral. Ofrecen, además, un análisis sobre las ocupaciones del futuro y las oportunidades que podría traer la virtualidad —adoptada a la fuerza por las condiciones epidemiológicas—. El capítulo cierra con doce recomendaciones concretas para que Colombia pueda avanzar en materia educativa durante los próximos años. Carmen Pagés ofreció sus comentarios y sugerencias desde el planteamiento inicial del capítulo, cuando no había pandemia y el capítulo se centraba en una simbiosis entre el futuro del empleo y la educación.


    En el capítulo 6, Juan Benavides plantea los retos en materia de infraestructura para la próxima década, enfocándose en cuatro sectores: tecnologías de la información y las comunicaciones, energía, gas y transporte. Revisa la importancia del desarrollo de la infraestructura y sus efectos para la capacidad de generación de valor agregado y explora las condiciones regulatorias e institucionales que han permeado los avances en estos sectores en Colombia. Además, analiza los logros y los retos para plantear recomendaciones que van desde acciones de choque en el contexto de la reactivación económica que requerirá la pospandemia, hasta el impulso a la competencia en los diversos sectores, con la promoción de la participación ciudadana como apoyo a la regulación. Finalmente, plantea recomendaciones específicas para cada sector que podrían fortalecer la inversión en infraestructura y potenciar la capacidad de generación de valor agregado de la economía colombiana. Luis Fernando Alarcón acompañó el proceso de revisión y consolidación del capítulo.


    En materia de energía, los retos son particularmente interesantes. Para el mundo, en la carrera por reducir las emisiones y poder enfrentar los problemas relacionados con el cambio climático, y para Colombia, por la dependencia que tiene del sector minero-energético para generar divisas e ingresos fiscales. En el capítulo 7, Astrid Martínez hace un recorrido por el contexto mundial en la era de la transición energética en la que se debe garantizar la atención de la creciente demanda de energía y, al mismo tiempo, producirla de manera sostenible, reduciendo las emisiones de gases de efecto invernadero. La autora analiza los dilemas para un país productor relativamente pequeño en el mercado, como Colombia: producir más energía para toda la población, con menos carbono y aprovechar la ventana de oportunidad que aún le da la transición energética en curso, para aumentar la velocidad de la extracción y evitar que un recurso estratégico y útil para financiar los programas sociales y de infraestructura se quede enterrado o pierda valor. El reto se resume en: más energía, menos carbono, más fósiles, mayor cobertura. Ángela Cadena realizó cuidadosos comentarios y revisó los textos para fortalecer y enriquecer el capítulo.


    Pero la sostenibilidad no es un asunto exclusivo del sector energético y de las industrias extractivas. En el capítulo 8, Eduardo Uribe analiza con perspectiva territorial y de bienestar social la contribución del país y sus actividades económicas al cambio climático global, y su relación con los retos ambientales locales de mayor relevancia. Argumenta que la intervención sobre procesos de deterioro ambiental debe ser coordinada y con responsabilidad compartida entre distintas agencias estatales y del sector privado. El reto de política no puede suscribirse al tema ambiental, pues se debe buscar una armonía entre la conservación de los ecosistemas, el desarrollo tecnológico, la sostenibilidad de los procesos productivos, el mejoramiento equitativo de los niveles de bienestar social y la protección de la salud, asuntos inseparables. Brigitte Baptiste discutió y comentó el documento y su evolución durante su elaboración.


    La efectividad de cualquiera de las reformas planteadas en los diferentes capítulos de este libro y la posibilidad misma de emprender reformas están determinadas por retos institucionales que han caracterizado a Colombia a lo largo de su historia. Daphne Álvarez y Fernando Cepeda, en el capítulo 9, estudian aspectos como la consolidación del Estado de derecho, la prevalencia del imperio de la ley y el control de la corrupción, que subyacen a retos sectoriales específicos que se han documentado. Así, argumentan que para lograr avanzar en un mejor equilibro de “reglas del juego” en Colombia, es necesaria la construcción de consenso. Plantean una aproximación incremental a una agenda de modificaciones institucionales que incluya, como mínimo, los elementos de reforma a las instituciones políticas. Construyendo sobre estas modificaciones, podrían priorizarse medidas para garantizar un servicio civil de calidad en todo el territorio, así como reformas a las instituciones de justicia y los órganos de control, prestando especial atención a la presencia y calidad de estas instituciones en el nivel territorial. Finalmente, un alcance maximalista agregaría aspectos como la reforma de ministerios y de la gerencia por sectores, así como el mejoramiento de las capacidades en entidades territoriales y entidades del nivel central en las regiones. Malcolm Deas ofreció sus comentarios y participó en seminarios para su discusión.


    Este libro es el resultado de un trabajo en equipo, de los autores de los capítulos y sus evaluadores, de los miembros del Comité Académico de Fedesarrollo, de quienes participaron en los eventos de divulgación en diferentes etapas del proceso y del equipo editorial de Penguin Random House, que se interesó en este proyecto e hizo posible su publicación. A todos: muchas gracias.


    EL LIBRO EN EL CONTEXTO DEL COVID-19


    Al terminar la edición de este libro, en marzo de 2021, han empezado a quedar claros los impactos de la pandemia en materia económica y social. El 2020 cerró con la mayor contracción de la actividad productiva en más de 100 años de historia, una tasa de desempleo de 16,1 % y una tasa de pobreza que Fedesarrollo estima en 41,9 % del total de la población, equivalente a 3 millones de personas adicionales en condición de pobreza.


    Estos efectos han puesto sobre la mesa la magnitud de los problemas estructurales que se describen a lo largo de los capítulos de este libro. A pesar de la gran estabilidad macroeconómica, la disciplina monetaria y fiscal y los avances en reducción de la pobreza, la sociedad colombiana sigue estando caracterizada por grandes exclusiones sociales y productivas que se han hecho aún más evidentes con la llegada de la pandemia. Muchos de los riesgos que el Estado debería evitar, como el de caer en pobreza extrema, el de desempleo o informalidad y el de la falta de protección en la vejez, siguen estando en cabeza de los hogares.


    Es un momento oportuno para que, con base en la hoja de ruta aquí planteada para la próxima década, el país discuta la implementación de reformas integrales que permitan desatar el crecimiento económico equitativo y sostenible. Los retos son grandes, pero el país ha mostrado que en momentos de crisis tiene la capacidad de tomar decisiones difíciles. El espíritu de este libro es el de contribuir a esa discusión, para que la crisis del covid-19 sea vista en diez años como una oportunidad para el avance, y no como una oportunidad perdida.


     


    Ximena Cadena y Luis Fernando Mejía


    Fedesarrollo
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ROMPIENDO LAS BARRERAS AL AUMENTO DE LA PRODUCTIVIDAD Y EL CRECIMIENTO EN COLOMBIA1



    María Angélica Arbeláez


    Luis Fernando Mejía2

 

 

 

 

    INTRODUCCIÓN



    La economía colombiana enfrentará enormes desafíos en la próxima década. No solo deberá aumentar su ritmo de crecimiento económico frente al observado en las décadas anteriores, sino además tendrá que hacer frente a las secuelas negativas que dejará la crisis del covid-19 en materia de desempleo y pobreza. La economía colombiana se contrajo 6,8 % en 2020 y se espera —en línea con las proyecciones de Fedesarrollo— un crecimiento de apenas 2,6 % anual para la próxima década. En consecuencia, como se detalla en los capítulos 3 y 4 de este libro, se estima que la tasa de desempleo aumentará del 10,5 % en el 2019 al 16,3 % en el 2020, y que la pobreza aumentará del 35,7 % en el 2018 al 44 % en el 2020, con lo que el país retrocederá lo avanzado en los últimos ocho años en la lucha contra la pobreza.


    Además de la crisis del covid-19, el panorama de crecimiento de mediano plazo se ralentizará también por cuenta de una menor actividad del sector minero-energético —importante jalonador del crecimiento en las últimas décadas— pues, como se muestra en el capítulo 7, se proyecta un menor dinamismo de la demanda mundial de carbón, petróleo y gas, precios más bajos y menor producción nacional. Para hacer frente a esta situación, Colombia deberá reformular la estrategia de crecimiento y adoptar una agenda de reformas estructurales que le permitan transitar de un modelo basado en las industrias extractivas a uno fundado en una mayor diversificación exportadora y una sofisticación de la economía que impulsen la productividad y el crecimiento económico de largo plazo. En ese sentido, el objetivo de este capítulo es ofrecer recomendaciones de política pública orientadas a conseguir este objetivo y priorizar aquellas reformas más urgentes según su impacto en productividad y crecimiento.


    Durante los últimos 40 años Colombia experimentó un crecimiento del PIB per capita de apenas el 2 % promedio anual, alejándose de otras economías emergentes como las del sudeste asiático, e imposibilitando el cierre de la brecha frente a los países de ingresos altos.3 El lento crecimiento económico en Colombia ha respondido en buena medida al gris desempeño de la productividad total de los factores (PTF), que se ha contraído en el 0,2 % anual en promedio en los últimos 40 años. Esto sugiere que la tasa de crecimiento de la economía ha estado impulsada en las últimas décadas por la acumulación de factores como capital y trabajo, mientras que la eficiencia en el uso de esos factores ha restado al crecimiento.4


    La baja productividad en Colombia tiene sus orígenes en políticas, regulaciones e instituciones que generan distorsiones e ineficiencias en la asignación de los factores de producción. Para comenzar, el país cuenta con una institucionalidad aún débil en aspectos como el imperio de la ley, la calidad de la burocracia —que en parte tiene que ver con la posibilidad de captura por parte de grupos de interés— y en el control a la corrupción (ver capítulo 9). Esta debilidad institucional crea un entorno menos propicio para el desarrollo de actividades productivas, la acumulación de capital físico y humano, la innovación y la transferencia tecnológica.


    Adicionalmente, persisten en el país importantes barreras a la competencia. A pesar de los progresos en las políticas y leyes de promoción a la competencia, su alcance e implementación han sido limitados, lo que resulta en altos niveles de concentración en sectores cruciales para la productividad como las tecnologías de la información y las telecomunicaciones (TIC), la energía y el transporte, como se analiza en el capítulo 6, así como en el mercado crediticio. A esto se suman los muy elevados costos para comerciar internacionalmente, que terminan limitando la globalización de la economía tanto en materia de importaciones como de exportaciones y con ello la creación de valor agregado.


    De otra parte, se observan importantes barreras en los mercados de factores, trabajo, capital y tierras. En el mercado de trabajo, las barreras se asocian con la existencia de regulaciones que encarecen el trabajo formal —uno de los más costosos de América Latina— y con deficiencias en educación y formación que afectan el capital humano, aspecto que se ilustra en detalle en los capítulos 4 y 5. Estas barreras explican buena parte de la informalidad laboral en el país, con consecuencias profundas sobre la productividad laboral. Adicionalmente, existen otras barreras en el mercado de capital, relacionadas con una baja profundización financiera y del mercado de capitales, una limitada inversión en infraestructura y una estructura tributaria que no favorece el crecimiento de la productividad. Por último, en el mercado de tierras subsisten barreras relacionadas con el acceso y uso eficiente de las mismas, asociadas con una deficiente especificación de derechos de propiedad, una alta concentración en la tenencia y una elevada protección agrícola.


    Este conjunto de barreras determina un entorno empresarial sesgado hacia la baja productividad, caracterizado por empresas de tamaño pequeño, con bajo crecimiento, muchas de ellas informales y que absorben una parte importante del empleo, sin vocación exportadora y con limitados incentivos para innovar y realizar cambios tecnológicos.


    En este contexto, el mensaje central de este capítulo es que, si Colombia quiere alcanzar tasas de crecimiento del PIB superiores al 5 %, eliminar la pobreza y alcanzar un mayor nivel de ingreso, tendrá que embarcarse en reformas importantes en varios frentes que permitan remover las barreras que impiden un crecimiento mayor de la productividad y un uso más eficiente de los factores de producción. Para profundizar en este mensaje, el documento ofrece una visión retrospectiva y prospectiva sobre el crecimiento y la productividad, tomando como insumo, en algunas áreas, los análisis y recomendaciones de otros capítulos de este libro.


    El capítulo se divide en cuatro secciones. Luego de esta introducción, en la segunda sección se ilustra la evolución del crecimiento económico y de las fuentes de crecimiento en las últimas décadas, y se analiza de forma extensa un conjunto de instituciones, barreras y políticas que explican el débil desempeño de la productividad. Adicionalmente, usando el método de control sintético, se cuantifica el impacto de cuatro momentos que parecen haber tenido implicaciones muy negativas sobre el desempeño de la productividad. En la tercera sección se realiza un análisis prospectivo, donde se presentan proyecciones del crecimiento económico para la próxima década que incorporan los efectos adversos del covid-19. También se plantea una agenda de reformas que el país debería adelantar con el objetivo de estimular la productividad y el crecimiento, y se cuantifica el efecto de algunas de ellas. Por último, la cuarta sección presenta las conclusiones principales que surgen de este capítulo.


    CRECIMIENTO Y PRODUCTIVIDAD: UNA MIRADA RETROSPECTIVA



    En los últimos 40 años, el PIB per capita de Colombia ha crecido a un ritmo cercano al 2 % anual (gráfico 1b), por encima del promedio de los países más grandes de América Latina, 1,2 %, pero insuficiente para cerrar la brecha en niveles frente a estos países (gráfico 1a). De igual forma, el crecimiento del PIB per capita ha sido ligeramente superior al de las economías de ingresos altos, lo que ha generado una ampliación de la brecha del PIB per capita en Colombia frente al de las economías de ingresos altos. Esta situación contrasta con la del sudeste asiático que, estando en niveles inferiores a los observados en Colombia en 1980, ha crecido a un ritmo acelerado de 4,1 % anual.


    El crecimiento económico puede descomponerse en la contribución directa de la acumulación de los factores de producción, capital y trabajo, y un residuo conocido como la productividad total de factores (PTF). Este término mide la eficiencia mediante la cual se combinan los factores capital y trabajo en el proceso productivo.


    
      Gráfico 1. Evolución del PIB per capita


      a) PIB per capita
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      b) Crecimiento anual promedio
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      Fuente: Cálculos de los autores con base en datos del Fondo Monetario Internacional (FMI)


      Nota: En adelante, LAC5 incluye Argentina, Brasil, Chile, México y Perú; ASIA incluye Corea del Sur, Filipinas, Indonesia, Malasia, Sri Lanka, Tailandia y Taiwán, y Zona Euro incluye Alemania, Austria, Bélgica, España, Finlandia, Francia, Grecia, Holanda, Italia, Irlanda, Luxemburgo, Portugal y Reino Unido.

    


     


    En Colombia, el bajo crecimiento del PIB per capita ha estado asociado en gran medida con la caída de la productividad total de los factores (PTF) y el lento crecimiento de la productividad laboral en los últimos 40 años. En efecto, como se observa en el gráfico 2a, el nivel de la PTF en el 2017 representaba apenas el 90 % del nivel de 1980, y solo registró crecimientos en la primera década del siglo XXI relacionados con una mejora de los precios de materias primas exportadas y las mejores condiciones de seguridad. El débil comportamiento de esta variable —que ha sido similar en la mayoría de los países latinoamericanos— contrasta con el fuerte crecimiento en los países del sudeste asiático, los cuales registraron en el 2017 una PTF 40 % mayor a la observada hace 40 años, un incremento incluso superior al de Estados Unidos y los países europeos. Asimismo, la productividad laboral en Colombia se ha estancado, creciendo a un ritmo del 0,9 % anual en promedio desde 1980 (gráfico 2d), y la brecha frente a los países de ingresos altos se ha ampliado significativamente. En 1980, un trabajador estadounidense producía 2,7 veces lo que producía un trabajador colombiano, y actualmente dicha proporción es de 4 veces (gráfico 2b).


    
      Gráfico 2. Evolución de la productividad


      a) ptf*
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 Fuente: Cálculos de los autores con base en datos de a) Penn World Table (PWT) y b) Conference Board


      Nota: La serie de PTF del PWT para Colombia se reestimó actualizando los datos de formación bruta de capital fijo (FBKF) corregidos por el Departamento Nacional de Estadística (DANE) en junio del 2020. Para los demás países y regiones, la PTF es calculada por PWT.

   
 

   b) Productividad laboral
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      c) Crecimiento promedio PTF
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      d) Crecimiento promedio productividad laboral
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    En cuanto a la acumulación de capital, se observa que la participación de la inversión en el PIB se ubicó en niveles muy bajos antes del siglo XXI del 19 % en promedio, por debajo de los países pares de la región (21 %) y Asia (28 %) (gráfico 3). A pesar de que esta tendencia se revirtió en las últimas dos décadas, con evidentes incrementos de la inversión que actualmente representa el 22 % del PIB, continúa estando por debajo de las economías asiáticas, con el agravante de que el ahorro interno ha caído en los últimos años, determinando importantes desequilibrios en las cuentas externas.


    Gráfico 3. Evolución de la formación bruta de capital fijo (FBKF)
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    Fuente: Cálculos de los autores con base en datos del Banco Mundial y el DANE para Colombia


     


    En contraste, el factor trabajo ha exhibido un importante crecimiento en los últimos 40 años. En el gráfico 4 se presenta la evolución de las horas trabajadas por habitante, donde se observa que Colombia pasó de 673 horas en 1980 a 939 en el 2017, un incremento del 42,2 %, sobrepasando a los países pares de la región, donde las horas trabajadas crecieron 26 %, y acercándose al promedio de Asia.


    Gráfico 4. Evolución de las horas trabajadas por habitante
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    Fuente: Cálculos de los autores con base en datos de PWT


     


    Al analizar de forma conjunta la contribución de los factores de producción y la PTF al crecimiento del PIB en el período 1990-2017 (3,5 %), se observa que el crecimiento ha estado impulsado de forma equivalente (1,8 puntos porcentuales, pp) por incrementos del factor trabajo y el capital, con una contribución negativa de la productividad, que la ha restado al crecimiento 0,1 pp (gráfico 5).


    Gráfico 5. Descomposición del crecimiento del PIB en Colombia* (1990-2019)
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    Fuente: Cálculos de los autores con base en datos del DANE y PWT


    *La contribución del factor trabajo incluye empleo y educación.

 

  Una mirada sectorial de la productividad laboral (producto por trabajador) permite observar que es particularmente baja en agricultura, transporte, comercio y servicios sociales, sectores que concentran el 71 % de los ocupados del país, lo que afecta negativamente la productividad agregada. Los sectores que registran mayores niveles de productividad son los de explotación de minas, electricidad, gas y agua, y servicios financieros, que concentran únicamente el 10,4 % de los trabajadores. Sin embargo, incluso en estos sectores, la productividad laboral se redujo durante el período 2007-2018 en el 1,5 % y el 1,7 % anual, respectivamente, mientras que creció en sectores como industria (0,2 %), comercio (0,9 %), agricultura (1,5 %) y transporte (1,6 %) (gráfico 6). En línea con lo anterior, al analizar la evolución de la PTF en los últimos 5 años, se observa un comportamiento superior al promedio en agricultura y establecimientos financieros, y muy inferior y decreciente en los sectores de electricidad, gas y agua, explotación de minas y canteras, industria, servicios y comercio (gráfico 7).

    
      
        Gráfico 6. Evolución de la productividad laboral sectorial en Colombia
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        Fuente: Cálculos de los autores con base en datos del DANE

      

    

 

  

     


    Gráfico 7. Evolución de la PTF sectorial en Colombia (2014=1)
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    Fuente: Cálculos de los autores con base en datos del DANE


    BARRERAS AL CRECIMIENTO DE LA PRODUCTIVIDAD EN COLOMBIA



    Como se mencionó, los cambios en los factores de producción y en la PTF son las fuentes del crecimiento económico. En este sentido, los avances tecnológicos, en parte derivados de la investigación y desarrollo (I+D) (Romer, 1987), la acumulación de capital humano a través de la educación (Lucas, 1988; Rebelo, 1991) y la infraestructura que promueve la acumulación del capital físico (Barro, 1990), son mecanismos fundamentales que impulsan la productividad y el crecimiento de largo plazo.


    Adicionalmente, la competencia y la calidad de las instituciones y de la regulación influyen de manera crucial en la productividad, en la medida en que crean un entorno más favorable para el desarrollo de actividades productivas. Por ejemplo, cuando las empresas operan en un mercado con mayor competencia, tienden a innovar más para enfrentar dicha competencia. En igual sentido, la apertura comercial desempeña un papel crucial en impulsar la innovación y posibilitar la generación y explotación de economías de escala, estimulando con ello la productividad. Esto ocurre en la medida en que promueve la competencia de importaciones, el acceso a insumos importados y permite a empresas domésticas enfrentarse a la competencia en otros mercados.


    La calidad de las políticas públicas, de las instituciones y de la regulación condicionan entonces las decisiones que toman las empresas y determinan la eficiencia en la asignación de los factores de producción entre los distintos sectores y empresas, afectando así la evolución de la productividad. A continuación, se analizan algunas de las barreras que han estado presentes por décadas en el país y que explican en buena parte el estancamiento de la productividad descrito anteriormente.


    Barreras institucionales


    La buena calidad de las instituciones en aspectos como el imperio de la ley, la calidad de la burocracia, el control de la corrupción, el bajo riesgo de expropiación y la garantía de los derechos de propiedad es fundamental para impulsar la productividad y el crecimiento económico. Esto por cuanto una buena institucionalidad crea un entorno propicio para la entrada de firmas al mercado, el desarrollo de actividades productivas, la acumulación de capital (físico y humano), la innovación y la transferencia tecnológica. Por el contrario, la debilidad de las instituciones o la ausencia de estas en algunos territorios puede facilitar que surjan comportamientos depredadores —como corrupción, expropiaciones y violencia— que hacen que muchas empresas decidan no operar, o que las que operan tengan que destinar recursos para reducir los riesgos asociados con la depredación, en vez de invertirlos en capital, innovación o mayores niveles de producción.


    En un trabajo pionero, Hall et al. (1999) demostraron que la calidad institucional y de las políticas públicas —la “infraestructura social”— tiene importantes implicaciones sobre la productividad agregada y explica cerca del 30 % de las diferencias de ingresos entre países. Cuando se consideran países con niveles similares de acumulación de capital (físico y humano), este efecto directo sobre la PTF es menor, pero se da indirectamente a través de los factores de producción. Por ejemplo, según Eicher et al. (2006), la mejor calidad de las instituciones aumenta la productividad del capital físico, lo cual sugiere cierto grado de complementariedad.5


    En un ejercicio similar, Olson et al. (2000) encontraron que una mejora del 1 % en el índice de calidad institucional del Political Risk Services Group (PRS) está asociado con un aumento del 0,27 % de la PTF, siendo los componentes de calidad de la burocracia —que mide qué tanto la burocracia pública es permeada por presiones políticas— y riesgo de repudio —que mide el riesgo de que los gobiernos cambien unilateralmente los contratos— los componentes más importantes en dicho efecto. Un estudio más reciente de la Corporación Andina de Fomento (CAF) (2018) utiliza este mismo indicador para América Latina y encuentra que un aumento del 1 % en el índice de calidad institucional está asociado con un incremento del 0,22 % de la PTF, siendo la efectividad gubernamental y la calidad regulatoria las variables con mayor poder explicativo, y en una menor medida el imperio de la ley.6


    Al observar el mismo índice de calidad institucional del PRS para Colombia, es evidente que el país no ha mejorado en los últimos 25 años (gráfico 8a). Además, su nivel es inferior al de algunos países de América Latina y Asia, y está muy por debajo del nivel de países de ingresos altos. Es importante resaltar que, si bien algunos componentes del índice han mejorado, como por ejemplo el del imperio de la ley, el relacionado con el control a la corrupción ha tenido un deterioro significativo. De hecho, el índice de transparencia de Transparencia Internacional (TI) —que mide qué tan corruptas son percibidas las instituciones públicas por expertos y empresarios— muestra que, después de una mejoría durante los primeros años del siglo XXI, se registró un fuerte deterioro desde el 2006, con una recuperación desde el 2011 que se estanca a mediados de la década (gráfico 8b).7


    El problema de la creciente corrupción en Colombia es ampliamente conocido y analizado. Recientemente, por ejemplo, Perry y Saavedra (2018) muestran cómo este flagelo ha tenido efectos muy negativos sobre el crecimiento económico, toda vez que las instituciones públicas terminan siendo orientadas hacia la distribución de rentas y beneficios particulares en detrimento de la provisión de bienes públicos, la promoción de la competencia y la creación de un entorno propicio para la operación de las firmas y la asignación eficiente de los factores de producción.


    Barreras a la competencia


    La existencia de competencia en los mercados favorece una asignación más eficiente de los recursos entre empresas y sectores, y por ende promueve una mayor productividad. Esto se debe en parte a que, cuando las empresas operan en un mercado con mayor competencia, tienden a innovar más para “escapar” de dicha competencia, incentivo que es mayor mientras más cerca estén de la frontera tecnológica (Aghion et al., 2001).

La relación positiva entre mayor productividad y competencia, así como del efecto negativo de las barreras a la entrada al mercado sobre la productividad, han sido ampliamente comprobadas empíricamente en la literatura. Barseghyan (2008), en un ejercicio para 123 países, encontró que un aumento en los costos de entrada en un 80 % del ingreso per capita disminuye la PTF y la producción por trabajador en un 22 % y un 29 %, respectivamente. En igual sentido, para un conjunto de 27 países, Ospina y Schiffbauer (2010) mostraron el efecto negativo de la concentración en la productividad: firmas que tienen markups8 20 % más elevados que el promedio tienen una PTF y una productividad laboral más bajas, en un 1,2 % y un 8 %, respectivamente, en promedio.9

    
      
        Gráfico 8. Medidas de calidad de las instituciones


        a) Calidad de las instituciones (PRS)* (6=mejor)
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        b) Percepción de corrupción de instituciones públicas (TI)
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        Fuente: Cálculos de los autores con base en datos del PRS y de Transparencia Internacional


        * El índice del PRS es el promedio de los componentes: imperio de la ley, calidad de la burocracia y control de la corrupción. Asia: Corea del Sur, Filipinas, Indonesia, Malasia, Tailandia, Taiwán y Vietnam; Euro: Alemania, Austria, Bélgica, Dinamarca, España, Finlandia, Francia, Holanda, Italia, Noruega, Polonia, Portugal, Reino Unido, República Checa, Suecia, Suiza y Ucrania.

      

    

 

    

    En Colombia hay varias distorsiones que generan barreras a la entrada de nuevas empresas en los mercados, reduciendo así la intensidad de la competencia. Se originan en aspectos como el exceso de requerimientos administrativos, costos elevados de establecer un nuevo negocio o de obtener licencias, altos impuestos, sobrecostos y rigideces en el mercado de trabajo y acceso restringido o alto costo del financiamiento. Además, aunque el país ha venido fortaleciendo sus instituciones y la política de promoción de la competencia, estas aún presentan debilidades, en particular en su implementación (Bardey et al., 2013).


    La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) ha desarrollado varios índices que miden cuatro aspectos de las políticas y leyes de competencia: i) su alcance de acción en contra de prácticas anticompetitivas; ii) qué tan efectivas son para sancionar y bloquear dichas prácticas; iii) el grado de probidad de las investigaciones dirigidas a hacer cumplir las leyes de competencia en términos de su transparencia, independencia e imparcialidad, y iv) la promoción de la competencia a través de otras actividades diferentes a la aplicación normal de las leyes. Si bien en los dos primeros indicadores de jure Colombia registra niveles aceptables y no muy lejanos a los niveles de la OCDE, sí muestra un rezago importante en los otros dos de facto, como son la aplicación y el cumplimiento de las leyes de competencia y en la capacidad de las instituciones de promover un ambiente más competitivo (gráfico 9).


    Como resultado de lo anterior, algunos sectores económicos que son cruciales para impulsar la productividad exhiben niveles muy altos de concentración.10 Entre ellos se destacan servicios financieros, transporte, telecomunicaciones y en menor medida electricidad y gas (Gráfico 10), con niveles de concentración elevados frente a estándares a nivel internacional.


    
      
        Gráfico 9. Calidad de las políticas y las leyes de competencia (2013)
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        Fuente: CAF (2018)


        Nota: Los indicadores toman un valor entre 0 y 6, de más a menos favorable a la competencia.


        
          
            Gráfico 10. Índice de concentración Herfindahl-Hirschman(IHH), 2018
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            Fuente: Cálculos de los autores con base en datos de la Superintendencia de Sociedades (1000 empresas más grandes)


            * La concentración del sector financiero se obtuvo de Becerra (2019).


            ** El índice Generalized Herfindahl-Hirschman Index (GIHH) para el sector financiero contempla participaciones cruzadas de conglomerados económicos en varias instituciones financieras.

          

        

      

    

 

    Por ejemplo, el índice Herfindahl-Hirschman del sector financiero en Colombia es de 1392, aunque asciende a 2500 si se incorporan las participaciones cruzadas de distintos conglomerados económicos en más de una institución financiera (Becerra et al., 2019). Históricamente, este indicador ha sido mucho menor en otros países, como por ejemplo en Alemania (200), Francia (600), Polonia (600) y España (910).11 Existen además en el sector otras barreras a la entrada: si bien Colombia permite el ingreso al país de filiales y sucursales bancarias,12 el proceso de autorización previa para establecer oficinas de representación bancaria y sociedades de valores es relativamente estricto (OCDE, 2019).


    En el capítulo 7 de este libro se resalta la alta concentración en varios sectores de la infraestructura debido a barreras a la entrada. El sector de las TIC tiene una alta concentración en telecomunicaciones y “el ganador se toma todo” por economías de red; en el sector de electricidad hay concentración especialmente en la generación, y hay un bloqueo en la hidroelectricidad en gran escala; en el sector de gas natural hay concentración en la producción y la empresa estatal (Ecopetrol) goza de ventajas históricas frente a las demás empresas; y en el sector transporte hay concentración en concesionarios y existen barreras a la entrada relacionadas con las capacidades financieras públicas y de los mercados financieros. Además, la capacidad de cabildeo de las firmas líderes bloquea los cambios regulatorios necesarios para promover la competencia.


    Como resultado de la concentración, los costos de los servicios bancarios, de transporte y distribución y de telecomunicaciones son elevados, lo cual afecta la productividad y además limita el comercio exterior. García (2013) argumenta que, por ejemplo, en el 2005, estos sectores recibieron trasferencias por parte de la sociedad equivalentes al 5,7 % del PIB, que consisten en una suma adicional que reciben estos sectores por encima de aquellas que recibirían si no hubiese restricciones a la competencia.


    Uno de los muchos factores que limitan la competencia está relacionado con la existencia de altas barreras y costos a la entrada de nuevas firmas al mercado. Estos costos incluyen requisitos administrativos, calidad de la infraestructura, trabas regulatorias, impuestos y costos de financiamiento. En efecto, como se observa en el gráfico 11, los costos de entrada en Colombia se han estimado en aproximadamente un 14 % del ingreso medio, una cifra solo superada por México (17 %) y superior al de otros países de la región como Argentina (10,4 %), Perú (7,5 %) y Chile (5,9 %) y muy por encima de economías asiáticas como Tailandia (6,2 %), Taiwán (2 %), China (1,5 %) y Singapur (0,5 %).


    Gráfico 11. Costos de entrada (% del ingreso medio), 2018
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    Fuente: Cálculos de los autores con base en datos de Doing Business


    BARRERAS AL COMERCIO EXTERIOR



    Además de la competencia interna, la competencia originada en el comercio con el exterior también tiene efectos importantes en la productividad por la vía de la competencia de importaciones de productos finales e insumos, así como de las oportunidades de las firmas domésticas de competir con extranjeras en otros mercados. Cuando una empresa doméstica enfrenta competencia extranjera debe innovar con el fin de hacer frente a dicha competencia. Además, el acceso a los productos intermedios importados puede reducir los costos de los insumos, aumentar la calidad de estos y mejorar la eficiencia del proceso de producción con productos nuevos y de mejor calidad.


    Existe una correlación muy estrecha entre exportaciones e innovación y productividad, aunque el efecto puede ser de doble vía: en los modelos de comercio la innovación exitosa es el motor de las exportaciones y las precede (Krugman, 1979), mientras que en los modelos de crecimiento endógeno existe una difusión de la tecnología innovadora incorporada en los productos exportados, es decir, las empresas aprenden del comercio (learning by exporting) y mejoran continuamente sus actividades de innovación para ser competitivas en los mercados internacionales (Grossman y Helpman, 1991). Adicionalmente, las oportunidades de exportación incrementan los retornos a la innovación como resultado de la expansión del mercado al que la empresa tiene acceso (efecto escala).


    La evidencia empírica, en especial para las economías emergentes, da cuenta del efecto positivo de la competencia de importaciones de bienes finales y de insumos y de las oportunidades de exportación sobre la innovación y la productividad (Shu y Steinwender, 2018). En la misma dirección, para el caso de Colombia, Eslava et al. (2013) encuentran que la reducción de la protección comercial hace que la supervivencia de las firmas dependa más de la productividad e incrementa la productividad agregada. Arbeláez y Parra (2010) también muestran que el comercio internacional (exportaciones) tiene un impacto positivo y significativo sobre la innovación y sobre la productividad.


    Colombia llevó a cabo en los años noventa un proceso de apertura comercial que tuvo como pilares la reducción de aranceles, la eliminación de restricciones cuantitativas a las importaciones y una agresiva estrategia de integración multilateral y regional. Sin embargo, la economía sigue siendo relativamente cerrada y poco globalizada debido a que los costos de comerciar son muy elevados. Estos costos se originan tanto en deficiencias de los servicios requeridos para comerciar como en restricciones al comercio provenientes de la política comercial que, además de aranceles, incluye la imposición de barreras no arancelarias (BNA) que han contrarrestado la rebaja de aranceles y que aumentan en forma importante los niveles de protección.


    De hecho, mientras que en 1991, al inicio de la apertura, el 8 % de las partidas arancelarias de bienes de capital, el 41 % de las de bienes intermedios y el 19 % de las de bienes de consumo estaban sujetas a medidas no arancelarias, en la actualidad los porcentajes ascienden a 58 %, 85 % y 83 %, respectivamente. En consecuencia, el equivalente arancelario de dichas barreras sumado al arancel resulta en una protección muy elevada con valores superiores al 100 % (gráfico 12).


    Gráfico 12. Protección al comercio internacional


    a) Partidas sujetas a BNA
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    b) Protección total
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    Fuente: García et al. (2019)

 

    Si bien algunas de estas medidas están justificadas en prácticas comerciales desleales de otros países, muchas de ellas son el resultado de la captura del Gobierno y de las políticas públicas por parte de sectores con gran poder que buscan mantener altos niveles de protección. Un claro ejemplo es la elevada protección del sector agrícola y en particular de los bienes agrícolas considerados “sensibles” (Reina et al., 2011; Perfetti y Botero, 2017), la cual se origina en buena parte en el cabildeo e influencia sobre el Gobierno que ejercen algunos grupos que buscan conservar la protección (Arbeláez et al., 2019). Adicionalmente, el marco institucional que gobierna la política de comercio exterior, el cual se caracteriza por ser complejo y por tener fallas en la coordinación entre entidades, lo hace particularmente vulnerable a la influencia de intereses privados (García et al., 2015). De acuerdo con García et al. (2019), la protección explica dos terceras partes de los costos del comercio exterior.


    Además de los aranceles y barreras no arancelarias, otros costos de comerciar en el país son muy altos como, por ejemplo, los fletes —marítimos e internos—, los pagos por manejo de la carga en puerto y las demoras en procesar los permisos para importar y exportar, y en otorgar la autorización para salir de puertos. La encuesta de comercio exterior realizada por el Banco de la República a operadores logísticos a comienzos del 2013 muestra que el costo promedio de importar una mercancía es de cerca del 36,6 % del valor del costo, seguro y flete de la logística marítima o fluvial (CIF), del cual 4,6 pp corresponden al transporte internacional, 14,8 pp a derechos aduaneros y otros impuestos pagados, y 17,2 pp a costos internos no arancelarios. Por otra parte, el costo promedio de exportar es del 16,5% del valor free on board (FOB), del cual 12 pp son costos internos y 4,5 pp transporte internacional. Además de que los costos internos superan con creces el costo de transporte externo, este último es incluso más bajo que el transporte interno (tabla 1). De otra parte, los tiempos para comerciar son elevados, lo que también impone costos. De acuerdo con García et al. (2016), se necesitan 18 días para completar los procesos requeridos al importar una mercancía (21 días cuando se incluye el tiempo de transportar los productos desde Cartagena o Buenaventura hasta la bodega en Bogotá) y 15 días para sacar de Colombia una mercancía que parte de Bogotá y se embarca en el puerto de Buenaventura o en el terminal marítimo de Cartagena.

 

    Tabla 1. Costos de importar y exportar mercancías en 2012-2013 (% de los valores CIF y FOB)


    
      
        

        

        

        

        
      

      
        
          	
            Costo de importación

          

          	
            Resultados 
encuesta (%)

          

          	
             

          

          	
            Costo de exportación

          

          	
            (%)

          
        


        
          	
            I. Transporte internacional

          

          	
            4,6

          

          	
             

          

          	
            I. Transporte internacional

          

          	
            4,5

          
        


        
          	
            II. Derechos aduaneros pagados (arancel, impuesto al valor agregado (IVA), consumo y otros impuestos)

          

          	
            14,8

          

          	
             

          

          	
            II. Costos internos

          

          	
            12

          
        


        
          	
            III. Costos internos distintos de derechos arancelarios

          

          	
            17,2

          

          	
             

          

          	
            A. Autorizaciones previas

          

          	
            0,4

          
        


        
          	
            A. Autorizaciones previas

          

          	
            0,9

          

          	
             

          

          	
            B. Servicios en puertos

          

          	
            1,1

          
        


        
          	
            B. Operaciones en puertos

          

          	
            3,7

          

          	
             

          

          	
            C. Inspecciones de entidades distintas a Aduanas

          

          	
            3,1

          
        


        
          	
            C. Inspecciones de otras entidades distintas a Aduanas

          

          	
            1

          

          	
             

          

          	
            D. Transporte

          

          	
            4,9

          
        


        
          	
            D. Transporte

          

          	
            5,6

          

          	
             

          

          	
            E. Otros servicios

          

          	
            3,5

          
        


        
          	
            E. Otros costos asociados con los servicios

          

          	
            5,9

          

          	
             

          

          	

          	
        


        
          	
            Total

          

          	
            36,6

          

          	
             

          

          	
            Total

          

          	
            16,5

          
        

      
    


   

    Fuente: García et al. (2016)

  

    Los elevados costos y complejos procedimientos para comerciar que enfrentan los productores colombianos han constituido a lo largo de los años un fuerte desincentivo a las importaciones (en general) y de insumos y bienes de capital (en particular), así como a las exportaciones, y generan incentivos a los productores nacionales a enfocarse únicamente en el mercado interno. En efecto, las exportaciones e importaciones representaban en el 2018 cerca del 16 % y el 20 % del PIB, respectivamente, sin registrarse un dinamismo importante de las exportaciones a pesar del proceso de apertura económica iniciado a principios de los años noventa. Este nivel de comercio es, además, inferior al de América Latina y está muy rezagado frente al de los países del sudeste asiático y de Europa (gráfico 13).13


    Gráfico 13. Comercio internacional en Colombia versus regiones seleccionadas


    a) Exportaciones (% del PIB)
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    b) Importaciones (% del PIB)
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    Fuente: Elaboración propia con base en datos del Banco Mundial


    BARRERAS EN LOS MERCADOS DE CAPITAL



    Crecimiento del Estado y estructura tributaria


    Aunque, de acuerdo con estándares internacionales, el tamaño del Estado en Colombia no es elevado, su crecimiento en las últimas décadas no necesariamente ha favorecido el crecimiento y la productividad. Según cifras del Ministerio de Hacienda, el gasto del Gobierno central se duplicó entre 1980 y el 2019, pasando de niveles cercanos al 9,6 % del PIB a niveles cercanos al 19 %.14


    El gasto del Gobierno puede ser un importante motor de la productividad, particularmente a través del gasto en capital físico y humano, con un efecto positivo sobre la eficiencia de las empresas al reducir costos de transporte, facilitar la movilidad de los factores de producción, mejorar la infraestructura y la tecnología, y aumentar la calificación de la mano de obra, entre otros aspectos. Un poco más adelante, se profundiza sobre el importante papel que desempeña la inversión estatal en infraestructura sobre la productividad. Sin embargo, el crecimiento del Estado también puede afectar negativamente la productividad si se origina prioritariamente en un aumento del gasto corriente que se financia a través de altas tasas impositivas a las empresas.15


    Las elevadas cargas impositivas para las empresas afectan negativamente la productividad a través de varios canales. Por un lado, desincentivan la inversión al aumentar el costo de adquirir nuevas unidades de capital, con lo que este factor termina asignándose de manera subóptima y reduciendo la productividad agregada. De otra parte, los impuestos corporativos pueden disminuir los incentivos para innovar, ya que incrementan la proporción de las ganancias esperadas que debe destinarse al pago de impuestos, reduciendo así la rentabilidad de desarrollar proyectos de innovación. Existe evidencia de que altas tasas impositivas a las empresas reducen la PTF en forma significativa: el estudio de Schwellnus et al. (2008) para los países de la OCDE muestra que un incremento del 1 % en el pago de impuestos por parte de las empresas implica una reducción de la PTF del 0,31 %.


    En materia de gasto, en Colombia se observa que lo que principalmente ha crecido es el gasto en funcionamiento y el servicio de la deuda, mientras que la inversión pública se ha mantenido en niveles cercanos al 2 % del PIB en promedio en los últimos 30 años (gráfico 14a), con el agravante de que ha sido profundamente procíclica, expandiéndose en momentos de auge y contrayéndose durante las crisis (Arbeláez et al., 2020). De otra parte, el incremento del ingreso tributario del Gobierno central en las últimas décadas, que ha pasado del 9,4 % del PIB en 1990 a alrededor del 14 % actualmente, ha recaído en buena medida en las empresas (5 % del PIB en el 2016), en contraste con la tributación de personas naturales, que en el 2016 representaba únicamente el 1,2 % del PIB (gráfico 14b).16


    Gráfico 14. Estructura fiscal del Gobierno Nacional Central (GNC)


    a) Gasto
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    b) Ingreso
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    Fuente: Cálculos de los autores con base en datos de a) Cepal y b) Departamento Nacional de Planeación (DNP), Junguito & Rincón (2004) y Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP).


    Mercado de crédito


    La literatura internacional sobre financiamiento y crecimiento argumenta que la reducción de las restricciones financieras, o un mejor acceso al crédito, tiene un efecto positivo en el crecimiento de la economía (Levine et al., 2000; Levine, 2005). Sin embargo, hay dos posibles efectos en dirección opuesta entre el acceso al crédito y el crecimiento de la productividad: por un lado, un mejor acceso al crédito facilita a los empresarios innovar e incorporar nuevas tecnologías, pero, por otro lado, también permite a las empresas establecidas menos eficientes permanecer más tiempo en el mercado, lo que desalienta la entrada de empresas nuevas y potencialmente más innovadoras y eficientes (Aghion et al., 2018).


    La evidencia en Colombia muestra que la escasez de financiamiento es un factor que inhibe las inversiones en innovación (Arbeláez y Parra, 2010). Además, las empresas más pequeñas y poco productivas enfrentan restricciones financieras fuertes y el costo de la deuda limita su inversión (Arbeláez et al., 2010).


    Aunque en el país el acceso al financiamiento ha mejorado en los últimos años, los mercados financieros continúan siendo menos desarrollados que en algunos países de América Latina y en países de ingresos altos. De hecho, mientras que en el 2018 el crédito al sector privado era cerca del 50 % del PIB, en Chile ascendía al 117 % del PIB y en el promedio de países de la OCDE al 139 % del PIB (gráfico 15a). Adicionalmente, como consecuencia de la existencia de una elevada concentración en el sector (ver en este capítulo: Barreras a la competencia), así como de sobrecostos como el impuesto a las transacciones financieras y las inversiones forzosas, el margen de intermediación en el país es muy elevado. Dicho margen, calculado como la diferencia entre los tipos de interés de los préstamos y los depósitos, es de casi el 8 % en Colombia, cifra muy por encima de los márgenes observados en Chile o México, o en países de la OCDE donde el margen promedio es inferior al 3 % (gráfico 15b).

 De otra parte, como ha sido ampliamente ilustrado, el mercado de bonos y valores de empresas en Colombia también muestra niveles de poca profundidad. A pesar de que las emisiones han crecido en los últimos años, el mercado de bonos de empresas continúa siendo poco desarrollado, tiene poca liquidez y altos costos de transacción, lo cual impide la participación de ciertos tipos de inversores y aumenta los riesgos. Además, está dominado por pocas compañías, varias del sector financiero, con Ecopetrol representando casi el 54 % de la capitalización bursátil. Como se observa en el gráfico 16, la capitalización del mercado de valores representa solamente el 37,4 % del PIB, en contraste con el promedio de la OCDE (84 %) y otros países de la región como Chile (93 %).

    
      Gráfico 15. Profundización y costo del crédito en Colombia


      a) Préstamos al sector privado (% del PIB)
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      b) Margen de intermediación*
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      Fuente: Cálculos de los autores con base en datos de a) Banco Mundial y b) OCDE (2019)


      * El margen de intermediación se calcula como el diferencial entre la tasa promedio de préstamos y la de depósitos.

    


   

    Gráfico 16. Capitalización del mercado de valores, 2017 (% del PIB)
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    Fuente: Cálculos de los autores con base en datos de la OCDE (2019)

 

    Inversión en infraestructura


    Los sectores de infraestructura, como trasporte, telecomunicaciones y acceso a plataformas digitales, y generación de electricidad y energía, son esenciales para impulsar la eficiencia de las economías. La infraestructura de transporte une mercados, mejora la conectividad física de las empresas y la disponibilidad de capital y de trabajo, y reduce costos de producción y de importación y exportación. La infraestructura digital amplía el acceso de las empresas a nuevas tecnologías y mercados virtuales, promoviendo la innovación, el análisis de datos y la competitividad (Du et al., 2018). Por su parte, la disponibilidad de recursos energéticos como electricidad y gas reduce los costos de producción de las empresas y brinda oportunidades para expandir su oferta y aprovechar economías de escala y de exportación. Diversos estudios a lo largo del tiempo han encontrado evidencia robusta de que la inversión en infraestructura mejora significativamente los niveles de productividad y eficiencia.17 Para el caso colombiano, Mejía y Delgado (2020) estimaron recientemente que aumentar la inversión en infraestructura en 0,5 % del PIB incrementaría la tasa de crecimiento promedio en 0,8 pp por año.


    En Colombia, aunque ha habido progresos en los diferentes sectores de la infraestructura, aún hay un largo camino por recorrer. Como se detalla en el capítulo 7 de este libro, el sector de las TIC ha decrecido entre el 2013 y el 2017 y su participación en el PIB se ha estancado, los progresos en cobertura, calidad y en el uso de las TIC son lentos, hay atrasos en banda ancha, y la velocidad de descarga es aún muy baja. Por su parte, el sector eléctrico aún está muy concentrado en hidroelectricidad. Las fricciones y rigideces en el sector de gas natural han llevado a desincentivar la oferta y la industria muestra signos de declive con insuficiencia de las reservas nacionales para cubrir la demanda nacional. Ha habido algunos progresos en la infraestructura de transporte con las 4G a través del esquema de las alianzas público-privadas (APP), aunque el financiamiento sigue siendo un cuello de botella.


    Si bien en Colombia la inversión en infraestructura ha crecido del 3,4 % del PIB en el período 2008-2011 al 4,4 % del PIB en el período 2012-2015, sigue siendo baja comparada con los niveles de 7,7 % en Asia Oriental y el Pacífico, y de 6,9 % en Medio Oriente y el Norte de África. En esta línea, el gráfico 17 muestra que el stock de capital público —incluyendo el capital provisto a través de las APP— creció a un ritmo del 4,8 % entre 1990 y el 2017, el cual, aunque superior al de los países pares de la región (4,1 %), estuvo por debajo de las economías asiáticas (6,2 %).


    Gráfico 17. Crecimiento del stock de capital público (incluyendo APP)
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    Fuente: Cálculos de los autores con base en datos del FMI.


     


    Además, los indicadores de calidad de la infraestructura calculados por el World Economic Forum muestran que, aunque el país ha mejorado ligeramente en la última década, se sitúa considerablemente por debajo de los países pares de la región y las economías del sudeste asiático. Sobresale el lento crecimiento del índice en transporte y el deterioro del indicador de electricidad, en contraste con la relativa mejora en telecomunicaciones derivada del crecimiento de las suscripciones móviles (gráfico 18).

 
    Gráfico 18. Calidad de la infraestructura (7=mejor)


    a) Calidad de infraestructura
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    b) Transporte


    
      [image: ]
    


    c) Electricidad
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    d) Telecomunicaciones (Suscripciones móviles por 100 hab.)
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    Fuente: Cálculos de los autores con base en datos del Global Competitiveness Index


    BARRERAS EN EL MERCADO DE TRABAJO



    Legislación laboral


    Las políticas, instituciones y regulaciones del ámbito laboral también influyen significativamente en la productividad, en la medida en que afectan la asignación de la fuerza de trabajo entre empresas, entre trabajos formales e informales, o entre unidades más o menos productivas. Por ello, las políticas que elevan los costos de contratación, como un salario mínimo elevado, las contribuciones no salariales al empleo y los costos de despido, pueden ocasionar que las empresas combinen de manera subóptima el factor trabajo puesto que no pueden igualar su productividad marginal con el salario, un aspecto que se acentúa en aquellos sectores que utilizan con mayor intensidad mano de obra poco calificada. Adicionalmente, los sobrecostos y rigideces laborales que aplican al empleo formal pueden conducir a la informalidad laboral, con efectos negativos en la productividad. En particular, estudios para México y Perú han demostrado que un trabajador que pasa del sector informal al formal se vuelve entre el 13 y el 14 % más productivo (Rodríguez et al., 2010; Botello et al., 2015). Sin embargo, la asignación de trabajadores en empleos informales puede ser también una consecuencia de la baja productividad. Si el costo de contratar formalmente un trabajador es superior a su productividad laboral resultado de sus habilidades y formación, solo tendrá oportunidades en el mercado informal. En la sección de este capítulo titulada Deficiente estructura empresarial se discutirá con mayor profundidad los vínculos negativos entre informalidad y productividad.


    En Colombia los sobrecostos salariales (cargas al empleo) y los costos de contratación y despido son elevados y juegan en contra de la formalización de las empresas y de los trabajadores. Estos sobrecostos representan el 53 % del salario básico a cargo del empleador (gráfico 19) y el 8 % a cargo del trabajador, y corresponden a la seguridad social por salud, riesgos laborales y pensiones, contribuciones a las cajas de compensación y auxilios de transporte a los trabajadores de salarios bajos. Además, son obligatorios los pagos por horas extras y por trabajo nocturno, así como las cesantías, intereses de cesantías y la prima.18 Con todo, los costos no salariales totales en Colombia se encuentran por encima del promedio de la región.


    Gráfico 19. Costos no salariales totales (% del salario formal)
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    Fuente: Alaimo et al. (2017)


    Nota: Los costos no salariales incluyen contribuciones obligatorias, bonificaciones y vacaciones.

    

    Todos estos costos encarecen la contratación de empleo formal e inducen a la informalidad, a lo cual se suma el hecho de que los trabajadores no le dan suficiente valor a los servicios que se financian con esas contribuciones (Lora, 2019). Prueba de lo anterior fue el efecto de la disminución en el 2012 de 13,5 pp en los costos no salariales, lo que generó una reducción de entre 4,1 y 6,7 pp de la tasa de informalidad de los asalariados y entre 1,2 y 2,2 pp de la tasa de informalidad total (Fernández y Villar, 2017).19


    De otra parte, el nivel del salario mínimo en Colombia y su crecimiento también parecen mitigar los incentivos a la formalización laboral. Aunque su efecto sobre la informalidad a nivel internacional no es concluyente (CAF, 2018; Lora, 2019), sí hay evidencia contundente para el caso colombiano y para otros países de América Latina. Arango et al. (2017, 2020) muestran que los incrementos del salario mínimo elevan considerablemente la probabilidad de ser informal, especialmente en el caso de las mujeres y de los trabajadores con menor educación. En concreto, un incremento de 1 pp en la proporción del salario mínimo respecto del salario en el percentil 70 incrementa la probabilidad de tener un empleo informal en 0,21 pp. Otro estudio para el caso de Chile encontró una relación más directa entre el salario mínimo y la productividad, evidenciando que aumentar el salario mínimo en 1 % reduce la PTF en 0,23 % (Álvarez & Fuentes, 2018).


    El gráfico 20 ilustra los niveles elevados tanto del salario mínimo como de la informalidad laboral en Colombia. Adicionalmente, el gráfico 21 ilustra la relación negativa que existe entre ambas variables; en concreto, se observa que, en aquellas ciudades donde el salario mínimo es más elevado como proporción del salario medio, la tasa de informalidad tiende a ser más alta.




    Gráfico 20. Salario mínimo e informalidad laboral


    a) Salario mínimo (% del salario mediano)
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    b) Informalidad laboral (% de ocupados)
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    Fuente: OCDE (2019)


     


    Otro aspecto del mercado laboral que afecta la productividad es el envejecimiento de la población. Hay varios vínculos potenciales entre la edad de la fuerza laboral y la productividad. Primero, los trabajadores de edad avanzada pueden ser más productivos debido a la acumulación de experiencia laboral, pero a la vez aquellos más jóvenes gozan de una mejor salud y mayor capacidad de adaptarse a los cambios tecnológicos, aspectos que impulsan mayores niveles de innovación. En segundo lugar, el envejecimiento tiende a aumentar la demanda relativa de servicios (por ejemplo, salud), causando un cambio sectorial hacia sectores más intensivos en mano de obra y menos productivos. En tercer lugar, el envejecimiento de la población puede afectar negativamente la productividad en la medida en que reduce la densidad poblacional, desestimulando el cambio tecnológico, reduciendo los efectos de aglomeración positiva y efectos de la red, y desestimulando así el aprendizaje y la actividad innovadora.

  
    
      Gráfico 21. Tasa de informalidad y salario medio/salario mínimo en 23 ciudades, 2018
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      Fuente: Cálculos de los autores con base en datos del DANE


      * Colombia incluye únicamente las 23 ciudades principales.

    

    

    Existe una evidencia internacional clara de que el envejecimiento de la población tiene efectos negativos en la productividad. Por ejemplo, para el caso de los países de la OCDE y otros de países bajos ingresos, Feyrer (2007) encuentra una relación en forma de U invertida entre la edad de los trabajadores y la PTF, siendo el grupo de 40 a 49 años el más productivo.20 Las estimaciones indican que un cambio de 1 pp del grupo de edad de 30 años al grupo de edad de 40 años aumenta el nivel de PTF en un 3,8 %, mientras que un cambio similar del grupo de 40 a 49 al de 50 a 59 años disminuye la productividad en un 2,1 %.


    Como se ilustra en el capítulo 2 de este libro, a pesar de que Colombia es todavía un país joven, con una mortalidad infantil cada vez menor y que recibió un choque migratorio inesperado desde Venezuela, la población ha comenzado a envejecerse en los últimos 10 años, y se espera que ese proceso continúe en las próximas décadas. Esta situación hace fundamental el aprovechamiento del bono demográfico,21 que puede acentuarse a través de una formalización de la fuerza laboral y la incorporación a la vida laboral de mujeres que hoy se dedican al trabajo doméstico no remunerado.


    Respecto de lo anterior, vale mencionar que en Colombia existe una amplia brecha de género en la participación laboral, con una tasa global de participación masculina del 74 %, 21 pp mayor que la femenina (53 %). Esta brecha equivale a 4,2 millones de mujeres que actualmente no participan en el mercado laboral. Diversas medidas pueden causar que esta brecha de género sea mayor o menor. Por ejemplo, Ramírez et al. (2015) encontraron que la ampliación de la licencia de maternidad en Colombia ha tenido un efecto negativo en la participación laboral femenina, aumentando también la probabilidad de que las mujeres tengan trabajos informales. Por ello, se ha recomendado en varias ocasiones que este tipo de políticas sean acompañadas con licencias de paternidad compartidas entre hombres y mujeres, las cuales han estado muy poco exploradas en Colombia y en América Latina, pero que en otras regiones, como en la Unión Europea, han logrado estimular la participación laboral femenina y reducir las brechas de género (Kamerman, 2000). Adicionalmente, vale la pena explorar las oportunidades que podrían abrirse a raíz del covid-19 y la expansión del teletrabajo, modalidad que ofrece una mayor flexibilidad laboral de la que podrían beneficiarse las mujeres, usualmente penalizadas por el mercado laboral al tener, por lo general, una mayor carga en las labores de cuidado en el hogar.


    Capital humano


    La inversión en capital humano es otro gran motor de la productividad agregada, en la medida en que incentiva el desarrollo de actividades de innovación y progreso tecnológico y aumenta la ventaja comparativa de una economía para especializarse en actividades más sofisticadas y con mayor valor agregado. Además, incrementa la productividad laboral, generando que se reduzcan ciertas distorsiones derivadas, por ejemplo, de la informalidad laboral y permitiendo una mejor asignación de los factores de producción entre las firmas más eficientes (Sweetman, 2002). Existe amplia evidencia empírica de que la inversión en capital humano, el nivel educativo y la calificación de la mano de obra tienen efectos positivos sobre la productividad (Black et al., 1996; Miller et al., 2000; Turcotte et al., 2004; Fleisher et al., 2011; Bloom et al., 2014; Kim et al., 2017). El estudio de Black et al. (1996), por ejemplo, muestra que un aumento de 1 % en los años de educación de la fuerza laboral está asociado con un crecimiento del 0,54 % de la PTF. Adicionalmente, también se ha señalado que las mejoras del capital humano son una fuente fundamental para que el crecimiento económico favorezca el ingreso en todos los deciles de la población y no solamente en los de más altos ingresos (Page, 2006).


    A pesar de los progresos, Colombia exhibe todavía bajos niveles de capital humano en el componente educativo. De hecho, en el capítulo 5 de este libro se muestra que un 4 % de la fuerza laboral tiene menos que educación básica, un 37 % educación básica, un 31 % educación intermedia y un 29 % educación avanzada. Las cifras de educación intermedia y avanzada, aunque están dentro del promedio de países de América Latina, son aún bajas comparadas con países asiáticos y países de altos ingresos. En Corea, por ejemplo, cerca del 98 % de la fuerza laboral tiene educación intermedia o avanzada, frente al 60 % en Colombia. De hecho, el indicador de años de escolaridad de la fuerza laboral, a pesar de registrar una clara mejoría durante los últimos 30 años, continúa siendo uno de los más rezagados de América Latina y se encuentra muy por debajo de los países asiáticos (gráfico 22).


    Gráfico 22. Años de escolaridad
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    Fuente: Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco, por su sigla en inglés: United Nations Educational, Scientific and Cultural Organization)


     


    Adicionalmente, hay una alta concentración de la demanda educativa en ramas de conocimiento que no necesariamente corresponden con las necesidades del mercado laboral, ni con educación en Ciencia, Tecnología, Ingeniería y Matemáticas (STEM (Science, Technology, Engineering and Mathematics) por sus siglas en inglés), la cual es crítica no solo para satisfacer las necesidades de la futura fuerza laboral, sino también para producir investigadores e innovadores. De hecho, el porcentaje de universitarios en carreras STEM dentro del total de estudiantes en Educación Superior se ha reducido en los últimos 20 años, pasando del 31 % al 29 % (gráfico 23a). Adicionalmente, al analizar las competencias STEM de los estudiantes de bachillerato a través de las pruebas PISA (Programa para la Evaluación Internacional de Alumnos de la OCDE, por su sigla en inglés: Programme for International Student Assessment), se observa que los resultados en Colombia son bajos comparados con países de la región, de Asia y de la OCDE (gráfico 23b), sugiriendo que no solamente hay una baja formación de capital humano, sino que también su calidad es deficiente para estándares internacionales. De hecho, al ajustar los años de escolaridad presentados en el gráfico 22 por los resultados de las pruebas PISA, se observa que la brecha educativa se hace más grande cuando se tiene en cuenta la calidad, no solamente entre Colombia y los países de comparación sino entre América Latina y los países asiáticos (gráfico 24).


    Gráfico 23. Estudiantes en STEM y resultados en pruebas PISA


    a) Estudiantes universitarios en carreras STEM (% de estudiantes en educación superior)


    
      [image: ]
    


    b) Resultados matemáticas y ciencias en pruebas PISA (2018)
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    Fuente: Cálculos de los autores con base en datos de a) Ministerio de Educación Nacional (MEN) y b) OCDE


    

    Gráfico 24. Años de escolaridad, 2018 (ajustados por calidad*)
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    Fuente: Cálculos de los autores con base en datos de la Unesco


    *Los años de escolaridad fueron ajustados por calidad tomando como referencia los resultados en las pruebas PISA del 2018. El dato de cada país se multiplicó por la razón puntaje/puntaje máximo.

 

    Además del componente educativo, la formación de capital humano depende en buena medida de las condiciones de salud de la población (asociadas primordialmente con la expectativa de vida, la mortalidad infantil, la nutrición, entre otros). La salud impacta la formación de capital humano, la productividad y el crecimiento a través de varios mecanismos: promueve un mejor desarrollo de las capacidades cognitivas de la primera infancia y reduce el ausentismo escolar, lo que mejora la capacidad futura de estudio y desempeño laboral. Adicionalmente, aumenta la expectativa de vida, lo que se traduce en un mayor incentivo al ahorro para la vejez, y por ende una mayor capacidad de inversión en acumulación capital de la economía. Diversos estudios han encontrado un vínculo positivo entre la salud y el crecimiento económico. Bhargava et al. (2001), por ejemplo, encontraron que aumentar la expectativa de vida en un 1 % eleva la tasa de crecimiento de la economía en 0,05 % en promedio. Asimismo, Weil (2007) encontró que reducir las brechas en salud entre países lograría cerrar la brecha del PIB por trabajador entre países en cerca del 9,9 %.


    Por el lado de la salud, también persisten brechas importantes. Aunque en el país la expectativa de vida al nacer ha aumentado significativamente en las últimas décadas: en 1990 era de 69 años y en el 2018 se ubicó en 77, superior al promedio de América Latina y el Caribe (75), se encuentra todavía por debajo del promedio de la OCDE (80). Adicionalmente, a pesar de que la probabilidad de sobrevivir para menores de 5 años es elevada (99 %) (gráfico 25a) todavía se observa un rezago importante en la proporción de menores de 5 años con problemas de talla para la edad, lo que indica que persisten problemas de desnutrición que pueden tener efectos adversos en la salud y la productividad futuras (gráfico 25b).


    Gráfico 25. Calidad de la salud de la población, 2018


    a) Probabilidad de sobrevivir, menores de 5 años
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    b) Proporción de menores de 5 años sin problemas en talla para la edad
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    Fuente: Banco Mundial (2018)


    BARRERAS EN EL MERCADO DE TIERRAS



    El acceso y el uso eficiente de la tierra son otros factores clave para estimular el crecimiento económico y la productividad. Que ello ocurra depende de una gran diversidad de factores, entre ellos: instituciones que garanticen derechos de propiedad sobre la tierra bien definidos y un imperio de la ley que brinde seguridad, acceso a justicia y garantías para la inversión agrícola; provisión de bienes públicos e infraestructura, que permita una mejor conectividad e inserción al mercado de las regiones más alejadas; competencia, que promueva la innovación, el aprovechamiento de economías de escala y la orientación de la actividad agrícola hacia actividades más productivas y donde exista ventaja comparativa, y una legislación laboral más flexible que permita reducir la muy elevada informalidad, que ronda actualmente el 80 % de los ocupados rurales.22


    Desafortunadamente, las condiciones del campo colombiano han determinado un equilibrio de atraso, baja productividad y débil crecimiento económico, por no mencionar la delicada situación de violencia y conflicto que ha reinado en la ruralidad colombiana a lo largo del último siglo. Entre los muchos factores que contribuyen a esta situación se destacan: (i) la debilidad de los derechos de propiedad sobre la tierra que continúa imperando en el sector rural, pues el 54 % de los predios rurales del país eran explotados sin títulos de propiedad en el 2017, según cifras de la Unidad de Planificación Rural Agropecuaria; (ii) la elevada protección comercial, especialmente en bienes “sensibles” como arroz, azúcar, carne, leche, palma y productos avícolas, y (iii) una elevada concentración en el uso de la tierra, con un coeficiente de Gini de 0,76, según se detalla en el capítulo 3 de este libro.


    Dada esta realidad, no sorprende constatar que la tierra se use de manera ineficiente respecto a su vocación, con una evidente subutilización en actividades agrícolas (7 % de hectáreas frente a 14 % de vocación) y una sobreutilización en actividades menos productivas, como la ganadería —principalmente extensiva—, actividad que utiliza el 23 % de la tierra cultivable del país, en contraste con apenas el 6 % de vocación.


     


    Tabla 2. Vocación y uso de la tierra, 2014
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            Forestal

          

          	
            55 683 001

          

          	
            55

          

          	

          	
            Bosques naturales

          

          	
            59 061 839
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            13 945 481

          

          	
            14

          

          	

          	
            Agrícola
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            Total (ha)

          

          	
            100 522 335
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    Fuente: Perfetti (2019)


    * El área estimada para cada uno de los usos del suelo es generada a partir del área de la unidad de producción agropecuaria, según su distribución en las distintas vocaciones de uso del suelo del Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC).


    ** El área de otros en vocación incluye las áreas de conservación de suelos, cuerpos de agua, zonas urbanas, entre otros.


    *** El área de otros en usos comprende el área usada para construcciones o infraestructura agropecuaria y no agropecuaria, y para otros usos y coberturas, como área de vegetación de páramo y cuerpos de agua natural.


    EL IMPACTO DE LAS BARRERAS EN EL DESEMPEÑO EMPRESARIAL



    DEFICIENTE ESTRUCTURA EMPRESARIAL



    Como ya se mencionó, las instituciones y las políticas y regulaciones condicionan las decisiones de las empresas. Por ejemplo, la decisión de entrar o no a competir en el mercado, cuándo y cómo acceder a insumos, la contratación de los trabajadores, los mecanismos para financiar su actividad, la tecnología de producción utilizada y la inversión en innovación, importar o exportar, operar en la formalidad o en la informalidad y el tamaño de las unidades de producción. Estas decisiones resultan en una determinada asignación de los factores entre empresas y sectores, y determinan la productividad individual y agregada. En este orden de ideas, la presencia de distorsiones genera una asignación ineficiente de los factores y permite que empresas menos productivas permanezcan en el mercado y que tengan incluso una participación en la producción y en el empleo superior a la que deberían de acuerdo con su nivel de eficiencia relativa (Hsieh y Klenow, 2008).


    La estructura empresarial colombiana se caracteriza por tener muy alto porcentaje de empresas de tamaño pequeño que absorben una parte importante del empleo, muchas de ellas informales, con un crecimiento débil, con pocos incentivos para innovar y realizar cambios tecnológicos y con una muy limitada vocación exportadora, lo cual tiene efectos negativos sobre la productividad agregada. Eslava et al. (2019), por ejemplo, muestran que en Colombia los microestablecimientos de menos de 10 empleados constituyen el 87 % del total de establecimientos del país y absorben el 32 % del empleo, en contraste con Estados Unidos en donde estos porcentajes son del 50 % y el 4 %, respectivamente, algo que explica la gran diferencia en productividad entre estos dos países. Los autores encuentran, además, que el lento crecimiento promedio en el ciclo de vida de las empresas en el país se debe a que sobreviven plantas pequeñas y poco productivas. En igual sentido, para el caso del sector floricultor, Arbeláez y León (2009) muestran que distorsiones estructurales (no cíclicas) afectan el tamaño óptimo de las empresas de acuerdo con su nivel de eficiencia, y que las más eficientes (17 %) tienen en promedio un menor tamaño que el que deberían, mientras que otras menos eficientes (83 %) están sobredimensionadas.


    La informalidad empresarial también afecta de manera negativa la productividad agregada. Primero, las empresas informales son menos productivas que las formales y producen bienes de baja calidad (La Porta y Shleifer, 2014). Esto se explica tanto por las restricciones que enfrentan estas firmas para la adquisición de financiamiento, lo cual limita sus posibilidades de expansión, de aprovechamiento de economías de escala o su involucramiento en mercados con un mayor valor agregado, como porque tienden a absorber mano de obra menos calificada que las formales. Segundo, las empresas informales pueden ejercer presión competitiva sobre las formales —a pesar de ser estas últimas más eficientes— al no incurrir en los costos que implica la formalidad, como el impuesto a la renta, los costos de registro, licencias operativas y costos asociados al cumplimiento de las regulaciones laborales. Esto se traduce en una menor competitividad en costos para las empresas formales, menores márgenes de ganancia y, por ende, en menor productividad (Beltrán y Chong, 2018). Esto pone de presente que, mientras mayores sean estas cargas y costos, menor será el incentivo a la formalización. Tercero, si la probabilidad de fiscalización aumenta con el tamaño de la empresa, las empresas informales pueden tener incentivos para mantenerse pequeñas y no explotar economías de escala o innovar. La relación causal entre informalidad y productividad puede ir también en el sentido contrario, dado que la baja productividad también puede conducir a la informalidad.


    En este sentido, Hamann y Mejía (2012) encuentran en la encuesta de microestablecimientos para Colombia que la empresa formal mediana tiene una producción 2,5 veces superior a la empresa informal mediana, un valor agregado 3,1 veces más alto y un producto por trabajador 2,0 veces más elevado. Los autores encuentran que reducciones en los costos de entrada y de operación en el sector formal hacia la media observada en América Latina implicarían un aumento del 33 % en el tamaño del sector formal.


    De acuerdo con Fernández (2018), en Colombia la informalidad empresarial en las áreas urbanas constituye el 60 % de las firmas, el 37 % de los trabajadores y el 33 % del valor agregado. Adicionalmente, las empresas informales son en promedio 34 % menos productivas que las formales, lo que se explica por varios factores: menor escala de producción para evitar ser detectadas por las autoridades, menor acceso al crédito, mayor dificultad para exportar y menos incentivos para innovar. De hecho, los beneficios económicos que trae la formalización son superiores a los costos únicamente en las de mayor productividad relativa. El trabajo encuentra, además, evidencia de la doble causalidad entre informalidad y productividad, y resalta la importancia de que se tomen medidas para romper los incentivos para permanecer en la informalidad. Adicionalmente, la competencia informal es un impedimento para la operación de las firmas en Colombia tal y como lo refleja la Encuesta Empresarial del Banco Mundial, en la que el 71,6 % de las empresas dicen enfrentar competencia de las firmas informales.


    Un estudio de Gómez y Steiner (2015) encontró que no solamente la tasa efectiva de tributación (TET) de las empresas colombianas es muy elevada, entre el 52 % y el 60%, (29 % para el impuesto de renta), sino que es significativamente más alta para las empresas pequeñas, que tienen una TET de al menos 98,7 % (35 % para el impuesto de renta).23 Este fenómeno es resultado, entre otros factores, de que las empresas más grandes tienen un margen de optimización tributaria más sofisticado, lo que les permite aplicar a un mayor número de deducciones y exenciones permitidas por la ley. Muy posiblemente, esta distorsión en el sistema tributario contribuye a que la informalidad empresarial sea tan elevada, lo que, si bien podría ser un comportamiento racional de las empresas para reducir costos en el corto plazo asociados con la tributación, puede tener implicaciones negativas importantes de largo plazo en la productividad y el desaprovechamiento de economías de escala.


    Por las razones antes expuestas, es evidente que reducir la informalidad empresarial es un aspecto crítico para aumentar la productividad. En efecto, para América Latina, la CAF (2018) encuentra que, si pudiera migrarse todo el empleo del sector informal al sector formal sin alterar su productividad, la productividad laboral agregada se incrementaría alrededor del 30 %. En igual sentido, para el caso de México, Busso et al. (2012) encuentran que reasignar los factores de producción de firmas informales hacia las formales aumenta la PTF en un 50 %.


    TECNOLOGÍAS DE PRODUCCIÓN INADECUADAS



    Mientras que la productividad captura la eficiencia en el proceso de producción, es la innovación la que genera cambios en la eficiencia. Como lo plantea la literatura sobre crecimiento endógeno, la inversión en innovación que conlleva cambios tecnológicos contribuye de manera significativa al aumento en la productividad y el crecimiento, y permite crear nuevas tecnologías y desarrollar actividades de alto valor agregado (Romer, 1990). Estos cambios tecnológicos abarcan muchos aspectos, entre otros, los insumos de innovación que surgen de inversiones en investigación y desarrollo, o en otras actividades de innovación, al igual que los resultados de dichas inversiones como la introducción de nuevos productos, procesos o la obtención de patentes. El impacto de cada actividad de innovación sobre la eficiencia es diferente, siendo las inversiones en I+D y en ciencia y tecnología las que mayor impacto tienen (Griffith et al., 2004).


    En Colombia la inversión en actividades de ciencia, tecnología e innovación (ACTI) es baja (0,7 % del PIB) y muy inferior a la de otros países de la región como Brasil (1,5 % del PIB) (gráfico 26b). En particular, la inversión en el componente de I+D —la que mayor efecto tiene sobre la productividad— asciende a menos del 0,2 % del PIB, un nivel bajo frente a otros países de América Latina que sobrepasan el 1,5 %, y muy inferior al rango de 3 %-4,5 % del PIB en países asiáticos (gráfico 26b). La escasa inversión en innovación en el país es en buena parte el resultado de las distorsiones analizadas en el capítulo anterior.


    De acuerdo con Arbeláez y Parra (2010), las empresas del sector manufacturero que más invierten en innovación son las grandes y medianas, las intensivas en capital, las que cuentan con capital humano calificado y las que exportan. Adicionalmente, la disponibilidad de financiamiento público y de instrumentos de política para la innovación aumentan la probabilidad de realizar estas inversiones. Además, Echavarría et al. (2006) muestran que las empresas que operan en sectores poco concentrados, así como en sectores más abiertos a las importaciones, son las que registran un mayor cambio técnico.


    Gráfico 26. Inversión en innovación (% del PIB)


    a) Investigación y Desarrollo
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    b) Ciencia y tecnología
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    Fuente: Cálculos de los autores con base en datos de la Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología (RCyT)


     


    Otro componente de las ACTI que promueve fuertemente la innovación y la productividad es la inversión en tecnologías de información y de comunicación (TIC). El uso de las TIC como insumo en el proceso productivo aumenta la eficiencia y la intensidad con que se utilizan tanto el capital como el trabajo. Además, los beneficios económicos generados por el uso de las TIC pueden apalancar mayores inversiones en capital humano e I+D, aumentando la probabilidad y la capacidad de innovación. Por ejemplo, el acceso a internet facilita la innovación en la medida en que aumenta la competencia y el desarrollo de nuevos productos/procesos; introduce nuevas prácticas de trabajo, actividades de emprendimiento y mejoras en el emparejamiento de trabajos, y genera mayor transparencia de los mercados. Esto conlleva una mayor productividad en la medida en que facilita una asignación eficiente de recursos (DNP, 2018). A su vez, la adopción de las TIC por parte de las empresas requiere de capacidades, como habilidades de liderazgo, prácticas gerenciales modernas y esquemas laborales innovadores, y de incentivos, como presiones competitivas y la posibilidad de reasignar recursos con facilidad (Benavides, 2018).


    En Colombia, el stock de capital TIC medido como porcentaje del PIB desde el 2014 hasta el 2016 estuvo entre el 4 y el 5 %. Este valor es equivalente al que tenían Estados Unidos, Europa y Canadá en 1980 (Mintic, 2018). De acuerdo con Benavides (2018), las áreas claves para un país como Colombia son el uso de banda ancha móvil, la migración a la nube, el análisis de datos y el comercio electrónico. A pesar de que el porcentaje de conexiones a internet de banda ancha pasó del 4 al 9 % entre el 2015 y el 2017, el país aún está muy rezagado frente países como España y Portugal, donde este porcentaje es del 20 y 25 %, respectivamente. Igualmente, aunque el porcentaje de empresas que usan el comercio electrónico en el país pasó del 23 y el 38 % en esos mismos años, aún 40 % de las firmas encuestadas por la Asociación Nacional de Empresarios de Colombia (ANDI) en el 2018 desconocían las aplicaciones productivas de las tecnologías digitales.


    Al desagregar por herramienta TIC, se observa que el porcentaje de uso es superior al 10 % solo en el caso de uso de la nube y las firmas digitales. Esto se refleja en una muy baja capacidad de innovación basada en TIC, especialmente en comparación con países asiáticos y países de altos ingresos (gráfico 27).


    Spiezia (2012) realizó una estimación de la contribución de la inversión en TIC (computadores, software y telecomunicaciones) al aumento de la PTF en una muestra de 18 países de la OCDE entre 1995 y el 2007, y encontró que la contribución de las inversiones en TIC al incremento de la PTF va desde el 0,4 % hasta el 1 %, dependiendo del país.


    
      
        Gráfico 27. Herramientas TIC e innovación


        a) Uso de herramientas TIC* (% de firmas)
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        b) Capacidad de innovación** (7=mejor)
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        Fuente: Ministerio de Tecnologías de la Información y Comunicaciones (Mintic) (2018)


        * Corresponde a los datos de la Primera Gran Encuesta TIC 2017.


        **El índice es calculado con base en el Network Readiness Index del Foro Económico Mundial, que mide principalmente el nivel de conectividad de las empresas y el uso de herramientas TIC.

      

    

 

    Otro aspecto crucial que afecta la productividad de las empresas es la calidad de las prácticas gerenciales, precisamente uno de los canales a través de los cuales se estimula la inversión en TIC y en innovación. La World Management Survey ha diseñado un sistema de recolección de información de un grupo importante de países sobre prácticas gerenciales que cubre las siguientes áreas: gerencia de las operaciones, monitoreo del desempeño, establecimiento de objetivos, liderazgo y manejo del talento humano. El índice de calidad de la gerencia, que resume cada uno de los componentes anteriores, muestra un atraso importante de Colombia en relación con otros países de la región y con algunos países asiáticos (gráfico 28a). Peor aún, la brecha entre percepción y calidad de la gerencia en Colombia es una de las más altas de todos los países analizados (gráfico 28b), reflejando un desconocimiento de la realidad de las prácticas gerenciales entre los propios gerentes en Colombia.


    Gráfico 28. Calidad de la gerencia, 2014*


    a) Índice de calidad de la gerencia
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    b) Brecha entra percepción y calidad
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    Fuente: Elaboración propia con base en datos de la World Management Survey y DNP (2016)


    Nota: Este índice se calculó para 12 000 firmas en 36 países. Toma valores entre 1 y 5, y el dato agregado para cada país es el promedio de todas sus firmas.

 

    La calidad de estas prácticas gerenciales opera como una tecnología en el proceso de producción y de esta manera afecta la productividad. De hecho, Bloom et al. (2016) encontraron que estas prácticas explican cerca del 30 % de las diferencias en la productividad entre países. En concreto, un aumento de una desviación estándar en el índice de calidad gerencial (0,54) está asociado con un aumento del 0,8 % en la PTF.


    AUSENCIA DE VOCACIÓN EXPORTADORA, DIVERSIFICACIÓN Y SOFISTICACIÓN PRODUCTIVA



    Como se mostró en la sección Barreras al comercio exterior, a pesar del esfuerzo por promover la integración mediante acuerdos comerciales, Colombia sigue menos integrada en el comercio internacional que otras economías emergentes. El país ha firmado 16 acuerdos comerciales que le dan acceso preferente a más de 60 economías, que representan un poco más del 60 % del PIB mundial. Sin embargo, el alcance de los acuerdos es relativamente bajo debido en buena parte a los altos costos de exportar. De hecho, de acuerdo con la Encuesta Empresarial del Banco Mundial, las empresas colombianas exportan relativamente poco comparado con otras economías emergentes: mientras que en el país en el año 2017 las firmas exportaron, en promedio, el 6 % de sus ventas, en Perú se exportó el 11 % y en Malasia, Vietnam y Filipinas esta cifra fue de cerca de 20 % (gráfico 29a). Adicionalmente, las empresas exportadoras colombianas tardan en promedio 6 años en comenzar a exportar, muy por encima de otros países de la región y de las economías asiáticas (gráfico 29b).


    Adicionalmente, en parte como consecuencia de la falta de innovación, Colombia exporta productos poco sofisticados y con limitado valor agregado. Una forma de medir esto es a través del índice de complejidad económica (ICE), que resume tanto el grado de diversificación de la canasta exportadora de un país como su nivel de sofisticación. El ICE es mayor mientras mayor sea la cantidad de productos exportados por un país con ventaja comparativa (diversificación) y menor sea el número de países que exporten los productos con ventaja comparativa (sofisticación). En el caso de Colombia, no solamente el índice es negativo y muy inferior al de América Latina, y muy lejos del de los países asiáticos, sino que además ha venido cayendo de forma pronunciada en los últimos diez años (gráfico 30).

   
      
        Gráfico 29. Vocación exportadora de las firmas, 2017


        a. Exportaciones/ventas de firmas colombianas, promedio simple (%)
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        b. Edad para comenzar a exportar (años)
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        Fuente: Cálculos de los autores con base en datos de Enterpirse Surveys, Banco Mundial

      

    

 

    Gráfico 30. Índice de complejidad económica
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    Fuente: Cálculos propios con base de datos de The Atlas of Economic Complexity, Universidad de Harvard


    ANÁLISIS CUANTITATIVO: EFECTOS DE LAS BARRERAS A LA PRODUCTIVIDAD



    Para cuantificar los impactos, esta sección explora las consecuencias negativas que ha tenido el hecho de no haber implementado algunas reformas de política pública que habrían permitido remover algunas de las barreras identificadas anteriormente. Para ello se utilizó el método de control sintético (Abadie et al., 2010; Abadie, 2020), una alternativa de evaluación de impacto bastante extendida para medir intervenciones de política pública de manera agregada en un país o región.


    La idea detrás de esta metodología es construir un país contrafactual o sintético similar a Colombia en términos de una variable de interés —en este caso la productividad— durante el período previo a una reforma o cambio exógeno cuyo impacto se quiere evaluar. El contrafactual se construye a partir de un conjunto de países, denominado grupo de control o país sintético, en los que no ocurrió esa reforma o cambio exógeno.24 La diferencia entre la productividad observada de Colombia y la del país sintético después del momento en que se dio el cambio para cada variable de interés constituye una medida de su efecto. A continuación, se presenta un análisis del efecto sobre la productividad del deterioro de la percepción del control de la corrupción desde el año 2006, de la contracción de la inversión pública durante la crisis de 1999, del estancamiento del gasto en educación en 1996 y del bajo nivel de comercio exterior, incluso luego de la apertura económica llevada a cabo en 1991. Dado que los sucesos analizados no son reformas de política pública en sentido estricto, sino que son cambios exógenos, la construcción de los contrafactuales requirió de una etapa adicional para detectar aquellos países en donde no se observó el cambio exógeno en cada una de las 4 variables analizadas.25


    Control de la corrupción


    De acuerdo con el Índice de Transparencia de Transparencia Internacional, que mide qué tanto un país controla la corrupción durante los primeros años del siglo XXI, Colombia exhibió una mejoría tanto en su calidad institucional como en el control de la corrupción. No obstante, en el 2006 se dio un deterioro considerable en la percepción de la corrupción, que se revirtió apenas parcialmente desde principios del 2011. De hecho, Colombia cayó al puesto 96 en el ranking de transparencia en el 2019, cuando en el 2005 había logrado posicionarse en el puesto 50.26


    A partir de los datos de transparencia observados en el grupo de países de control, se construyó un país contrafactual lo más similar posible a Colombia antes del 2006. En efecto, el gráfico 31 muestra que, en el período 2000-2006, la evolución del índice de transparencia en Colombia y el país sintético fue muy similar, pero posteriormente el sintético —que se encontraba en niveles inferiores a los de Colombia— comienza a mejorar su índice de transparencia hasta sobrepasar el nivel de Colombia, el cual comenzó a deteriorarse progresivamente.


    
      
        Gráfico 31. Índice de Transparencia de Colombia y el sintético
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        Fuente: Cálculos de los autores


        Nota: Colombia sintético está conformado por Filipinas (43,3 %), Uruguay (26 %), India (23,5 %) y Arabia Saudita (7,2 %).

      

    

   
      
        Gráfico 32. Trayectorias de la productividad en Colombia y el sintético
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        Fuente: Cálculos de los autores

      

    


    Los resultados de las trayectorias de la productividad en Colombia y en el sintético se muestran en el gráfico 32. Puede observarse que, en ambos casos, la productividad se redujo en el 2008 como resultado de la crisis económica mundial, pero, a diferencia de Colombia, donde la productividad continuó cayendo, el país contrafactual incrementó su productividad y para el 2017 superó en 23 % la cifra que alcanzó Colombia. Aunque es posible que el efecto pueda estar sobreestimado por diversos factores, entre otros por el impacto del choque petrolero en el 2014, sí puede observarse un cambio estructural entre ambas trayectorias a partir del 2007, que bien puede estar asociado con el deterioro de la calidad institucional y del control de la corrupción en Colombia.


    Inversión en capital público


    A partir de los datos de stock de capital público del FMI,27 se reconstruyó el episodio de la crisis de 1999 en Colombia y el posible papel que en ella tuvo la inversión en infraestructura. Como se observa en el gráfico 29, la inversión en capital público se desaceleró fuertemente desde 1998, siguiendo un comportamiento bastante procíclico. El nivel de crecimiento del capital público observado antes de la crisis solamente volvió a recuperarse en el 2011. El país contrafactual en este caso presentó una inversión pública con tendencias similares a Colombia, pero con un comportamiento más acíclico (no cayó de manera drástica durante la crisis de 1999) y un crecimiento a una tasa mayor que la de Colombia a partir de 1998 (gráfico 33).


    En el gráfico 34 se observa que, si Colombia hubiera mantenido durante la crisis de 1999 y en los años subsiguientes un nivel de inversión en infraestructura similar al que experimentó el país sintético, la caída de la productividad como consecuencia de la crisis habría sido menos fuerte y se habría recuperado de forma más rápida durante la primera década del siglo XXI, alcanzando en el 2017 un nivel 6,2 % mayor al observado. Esto pone en evidencia que la inversión en infraestructura no solamente es una importante herramienta para contrarrestar los efectos de corto plazo de las crisis económicas, sino que también tiene importantes implicaciones de mediano y largo plazo sobre el crecimiento de la productividad.


    
      Gráfico 33. Crecimiento del stock de capital público en Colombia y el sintético*
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Fuente: Cálculo de los autores


      * Colombia sintético está compuesto por: Bulgaria (18,5 %), Panamá (17,7 %), Indonesia (14,8 %), Singapur (13,9 %), Burkina Faso (11,1 %), Hungría (7,5 %), Mozambique (7,9 %) Filipinas (7,6 %) y Angola (1 %).

    
      
        
          Gráfico 34. Efecto de la inversión en capital público sobre la productividad
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  Fuente: Cálculo de los autores

      

    


    Acumulación de capital humano


    La promulgación de la Constitución de 1991, junto con las leyes 30 de 1992 y 60 de 1993, le impusieron al Gobierno colombiano una mayor responsabilidad en el financiamiento de la educación en todos los niveles y regiones del país. En consecuencia, el gasto en educación aumentó considerablemente, pasando de representar niveles promedio del 2,8 % del PIB entre 1980 y 1990, al 3,6 % en 1992 y al 4,2 % en 1996 (gráfico 35). No obstante, desde 1996 el crecimiento en el gasto en educación se estancó, en parte como consecuencia del creciente déficit fiscal, cuyo deterioro inició en 1994 y tocó fondo en 1999, alcanzando 5,5 % del PIB.


    Gráfico 35. Gasto público en educación (% del PIB)


    
      [image: ]
    


    Fuente: Cálculos de los autores con base en datos del Banco Mundial y Ramírez y Téllez (2006)

 


    El estancamiento del gasto en educación desde 1996 pudo haber repercutido en los años de escolaridad de la población, cuyo crecimiento se desaceleró desde ese año según datos de la Unesco. Usando esta variable (años de escolaridad) se construyó un país contrafactual que compartía tendencias con Colombia antes de 1996, pero cuya evolución fue más positiva a partir de ese año. En efecto, en el 2017 el contrafactual tenía 8,7 años de escolaridad en promedio, 0,5 años superior al observado en Colombia (8,3) (gráfico 36).


      
        Gráfico 36. Años de escolaridad de Colombia y el sintético*
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        Fuente: Cálculo de los autores


        * Colombia sintético está compuesto por: Mauritania (20,4 %), Tailandia (19,2 %), Trinidad y Tobago (19 %), Bulgaria (9,9 %), Panamá (8,5 %), República Dominicana (6,8 %), China (3,6 %), Iraq (3,5 %), Túnez (2 %) Indonesia (0,7 %), Jordania (0,7 %), Jamaica (0,5 %) y otros (5,3 %).

      

    

 

    Las trayectorias de la productividad en Colombia y en el país sintético pueden observarse en el gráfico 37, donde se evidencia que el contrafactual tuvo un mejor desempeño en productividad a lo largo del período de análisis, la cual alcanzó un nivel 7,6 % superior al observado en Colombia.


    Gráfico 37. Efecto del capital humano sobre la productividad
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    Fuente: Cálculo de los autores


    

    Apertura comercial


    Como se mencionó, la evidencia empírica internacional ha encontrado que la apertura tiene un peso importante en promover la productividad a través de su impulso a la innovación. También se resaltó que, a pesar de que Colombia redujo los aranceles en los años noventa, la evidencia muestra que la protección no arancelaria ha aumentado y la exposición al comercio se ha mantenido en niveles similares a los de hace 40 años. A partir de la metodología de control sintético, se busca reproducir la trayectoria que habría tenido la productividad en Colombia si la apertura de los noventa hubiera realmente ocurrido como lo indicaba la tendencia previa. A partir de los datos observados en el grupo de control, se construyó un país contrafactual similar a Colombia en el período anterior a la apertura (1980-1991). Este país sintético tuvo, en efecto, a partir de la década de los noventa, un proceso de liberalización que implicó un incremento del comercio, alcanzando niveles cercanos al 60 % del PIB frente al 35 % que experimentó Colombia (gráfico 38).28


    Gráfico 38. Exposición del comercio de Colombia y de Colombia sintético*
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    Fuente: Cálculo de los autores


    * Colombia sintético está conformado por: Filipinas (38,7 %), China (21,9 %), India (20,6 %) y Uruguay (18,7 %).

 

    En el gráfico 39 se presentan los resultados de la estimación. Se observa que, de haberse aumentado el comercio internacional de forma sostenida en las últimas décadas, la productividad total de factores habría aumentado sustancialmente, representando en el 2017 un nivel 45 % mayor al observado para ese año en Colombia.

   
      
        Gráfico 39. Efecto de la exposición al comercio sobre la productividad
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        Fuente: Cálculo de los autores

      

    

 

    Los cálculos con la metodología de control sintético aportan evidencia de cómo la apertura económica, el fortalecimiento institucional, la formación de capital humano y la provisión de bienes públicos son determinantes claves de la productividad agregada, y cómo no haber implementado reformas en estos frentes ha implicado importantes pérdidas de productividad y crecimiento. En la tabla 3 se resumen los diferentes efectos encontrados y se estima su efecto sobre el PIB per capita. Puede observarse que, de haber liberalizado realmente el comercio en los años noventa (48 % del PIB en promedio durante el período 1992-2017), el ingreso per capita del país habría crecido 1,46 pp adicionales por año, alcanzando un nivel de 18 900 dólares en el 2017, 6000 por encima del observado, y similar al reportado ese año en países como México (18,1) Argentina (18,9) y Uruguay (20,3). Asimismo, mayores esfuerzos por mejorar el índice de transparencia y reducir la corrupción habrían resultado en un crecimiento adicional de 2,3 pp por año entre el 2007 y el 2017, alcanzando un ingreso per capita 3000 dólares más alto en el 2017. De otra parte, haber aumentado los años de escolaridad en 0,5 años adicionales hasta el 2017, habría significado un crecimiento del PIB per capita adicional de 0,3 % por año desde 1995. Por último, se observa que haber incrementado el stock de capital público en un 6 % anual desde 1997 (superior al 4 % observado), con un comportamiento más acíclico, habría implicado un crecimiento adicional por año de 0,22 pp.


    Tabla 3. Resumen y comparación de las estimaciones de control sintético


    
      
        

        

        

        
      

      
        
          	
            Ámbito

          

          	
            Descripción

          

          	
            Crecimiento adicional por año

          

          	
            PIB per capita 2017


            (base: $13 082)

          
        


        
          	
            Control de corrupción

          

          	
            Mejoría del índice de transparencia desde el 2006, hasta alcanzar 4,6 en el 2017, 22 % mayor a lo observado (3,7)

          

          	
            2,25 %


            (2006-2017)

          

          	
            $ 16 264 (↑ 24 %)

          
        


        
          	
            Infraestructura

          

          	
            Crecimiento promedio del capital público del 6,3 % entre 1998 y el 2017, en contraste con el 4 % observado

          

          	
            0,22 %


            (1998-2017)

          

          	
            $ 13 717 (↑ 4,9 %)

          
        


        
          	
            Capital humano

          

          	
            Crecimiento de los años de educación hasta 8,7 en el 2017, superior al 8,3 observado

          

          	
            0,30 %


            (1996-2017)

          

          	
            $ 14 053 (↑ 7,4 %)

          
        


        
          	
            Apertura comercial

          

          	
            Apertura económica desde 1991, consistente con apertura promedio en el período 1991-2017 del 48 % en contraste con el 36 % observado

          

          	
            1,46 %


            (1991-2017)

          

          	
            $ 18 965 (↑ 45 %)

          
        

      
    


    

    Fuente: Cálculos de los autores


    CRECIMIENTO Y PRODUCTIVIDAD: ANÁLISIS PROSPECTIVO



    PROYECCIONES DE CRECIMIENTO



    El crecimiento de la economía en la próxima década podrá verse afectado como consecuencia de la crisis actual que atraviesa la economía mundial. En efecto, la expansión de la pandemia del covid-19 y las distintas medidas adoptadas por los gobiernos para mitigar sus efectos han paralizado la actividad económica mundial, afectando fuertemente la inversión, el comercio internacional y el empleo. Los impactos de la crisis se han sentido con gran intensidad en Colombia, donde, según el índice de seguimiento a la actividad económica (ISE), la economía se contrajo 20 % en el mes de abril y 17 % en mayo. Aunque la economía se recuperó de manera importante durante el segundo semestre del año, la caída del PIB en 2020 fue del -6,8 %, la mayor contracción en más de 100 años de historia.


    Adicionalmente, la recuperación económica en el corto plazo y el crecimiento en la próxima década están rodeados de una gran incertidumbre, no solamente por la posibilidad de que haya rebrotes de contagios y demoras en el proceso de vacunación —que obligue a tomar medidas más severas de aislamiento— sino también por la dificultad de prever en qué medida la crisis actual ocasionará daños estructurales al aparato productivo del país y al empleo, afectando el crecimiento económico de largo plazo. Los estudios que hasta el momento han analizado las posibles implicaciones del covid-19 sobre la economía mundial, sugieren que esta tendrá repercusiones estructurales sobre el crecimiento y el ingreso per capita (ver Bodenstein et al., 2020; Dieppe, 2020; Guerrieri et al., 2020; Jordà et al., 2020).


    Aparte de los efectos de la crisis del covid-19, el crecimiento de la economía colombiana para la próxima década dependerá de lo que ocurra en el sector minero-energético, un tema que se aborda en detalle en el capítulo 7. El colapso del precio del petróleo en el 2014 no solamente ralentizó el crecimiento económico en los años subsiguientes, sino que también afectó el crecimiento potencial de la economía, el cual se estimaba alrededor del 4,5 % antes de la caída y se ubicó alrededor del 3,4 % en los últimos años. De nuevo, la abrupta y súbita caída de los precios del petróleo en los primeros meses del 2020 —que determinará un precio de referencia en lo corrido del año cercano a 37 dólares por barril—, junto con la proyección de precios inferiores a los del 2018 y el 2019 para la próxima década (gráfico 40), sugieren que habrá una menor actividad petrolera en el país, lo que tendrá repercusiones sobre el crecimiento de mediano y largo plazo.


    
      
        Gráfico 40. Proyecciones del precio de petróleo (Brent) para el período 2020-2030
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        Fuente: Cálculos de los autores con datos del Grupo Técnico Minero Energético


        * El escenario para la próxima década se calculó como un promedio de las proyecciones de los 5 expertos consultados por el Grupo Técnico Minero Energético el 20 de marzo del 2020 (Acta N.° 008).

      

    

   
      
        Gráfico 41. Proyecciones de crecimiento económico para el período 2020-2030
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        Fuente: Fedesarrollo

      

    

 

    En línea con lo anterior, en el gráfico 41 se presenta el escenario de crecimiento económico proyectado por Fedesarrollo para la próxima década. Para 2021, se espera una recuperación del orden de 4,8 %, jalonada por una paulatina recuperación del empleo y del consumo de los hogares, junto con la puesta en marcha de programas contracíclicos de inversión pública en infraestructura. No obstante, los escenarios de Fedesarrollo estiman que el crecimiento potencial de la economía se verá afectado por la crisis actual, reduciéndose del 3,4 % al 2,9 %. Esto resulta de la gran destrucción de empleo y tejido empresarial que se ha observado durante la crisis, las proyecciones a la baja del precio del petróleo para la próxima década y un menor dinamismo del crecimiento de los principales socios comerciales del país.

   
      
        Gráfico 42. Descomposición del crecimiento económico en el período 2020-2030
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        Fuente: Cálculos de los autores con base en datos de Fedesarrollo

      

    

 

    Con base en estas proyecciones y las cifras preliminares de empleo e inversión, se realizó una descomposición de las fuentes del crecimiento económico para la próxima década. En el gráfico 42 se observan las proyecciones sobre las contribuciones de los factores y de la PTF en los próximos años. Como es de esperar, dada una destrucción del empleo de aproximadamente 10 % respecto del 2019, en el 2020 el factor trabajo será la principal fuente de contracción del PIB. En los años subsiguientes, el factor trabajo se recuperará paulatinamente, aunque en el promedio de la década contribuirá solamente 0,5 pp al crecimiento, mucho menor a lo observado en los últimos 30 años cuando esa contribución fue de 1,9 pp en promedio anual. Por el lado del capital, la caída prevista de 16 % en la formación bruta de capital fijo (FBKF) en el 2020 determinará una contribución menor del capital respecto del 2019, aunque se espera una recuperación en el mediano plazo que determinará una contribución promedio de 2 pp al crecimiento de la próxima década. Por último, la PTF se contraerá de forma persistente durante los próximos 3 años y, aunque comenzará una lenta recuperación a partir del 2022, en lo corrido de la década contribuirá poco al crecimiento (0,1 pp en promedio). Este análisis es compatible con las previsiones de Dieppe (2020), quien señala que este tipo de crisis se caracterizan, entre otras cosas, por caídas fuertes y prolongadas de la productividad.


    AGENDA DE REFORMAS PARA IMPULSAR LA PRODUCTIVIDAD Y EL CRECIMIENTO EN EL PERÍODO 2020-2030



    Dadas las perspectivas de menor crecimiento económico, resulta imprescindible la adopción de diferentes reformas institucionales que estimulen la productividad y el crecimiento de mediano y largo plazo. Partiendo del diagnóstico presentado en la sección anterior y de los análisis en el resto de los capítulos de este libro, a continuación se destacan algunas áreas en las que el país debería adelantar un conjunto de reformas. A manera de ejemplo, estas reformas se ilustran con recomendaciones que surgen de varios estudios que se han hecho en el país en cada una de esas áreas (tabla 4).


    Tabla 4. Agenda de reformas estructurales para el período 2020-2030


    
      
        

        

        
      

      
        
          	
            Ámbito de reforma

          

          	

          	
            Literatura relacionada

          
        

      

      
        
          	
            1. Reducir las barreras institucionales y la corrupción

          
        


        
          	
            Reforma electoral, que limite la financiación privada de campañas, reduzca la influencia partidista en la elección de los miembros del Consejo Nacional Electoral y fortalezca la representación política del sistema de partidos

          

          	
             

          

          	
            Perry y Saavedra (2018)


            Pachón (2018)


            Álvarez y Cepeda,


            capítulo 9

          
        


        
          	
            Reforma a la justicia, que contemple una modernización del sistema judicial, utilizando herramientas de inteligencia artificial, cambios institucionales en el funcionamiento de las cortes y los organismos de control, de tal manera que se logre despolitizar la justicia, se asegure una mayor separación de poderes y se eviten “choque de trenes” entre las cortes y mejoramiento de la eficiencia del gasto público en justicia, para descongestionar el sistema judicial

          

          	
             

          

          	
            Salazar et al. (2018)


            Clavijo (2019)


            Cepeda y Otálora (2020)


            Álvarez y Cepeda,


            capítulo 9

          
        


        
          	
            Mayor transparencia en procesos de contratación pública, fortaleciendo y mejorando el sistema electrónico para la contratación pública, Secop, sobre todo a nivel territorial

          

          	
             

          

          	
            Zuleta et al. (2018)

          
        


        
          	
            2. Fomentar la competencia y el comercio internacional

          
        


        
          	
            Revisar y reducir requisitos legales, licencias, costos y trámites para la entrada de nuevas empresas al mercado

          

          	
             

          

          	
            Barseghyan (2006)

          
        


        
          	
            Promover instancias y herramientas que faciliten la libre competencia como class actions (querellas o demandas colectivas) que aumenten las penas esperadas de infringir las prácticas competitivas, fortalecer capacidad técnica de la Superintendencia de Industria y Comercio (SIC) y mejorar herramientas legales de autoridades antimonopolio para monitorear y regular prácticas anticompetitivas, particularmente en la detección y regulación de vínculos comunes y de propiedad cruzada

          

          	
             

          

          	
            Bardey et al. (2013)CAF (2018)Becerra (2019)

          
        


        
          	
            Revisión y reducción de barreras no arancelarias, que pueden estar relacionadas con controles de precios, licencias, reglamentaciones, subsidios, requisitos sanitarios, entre otros

          

          	
             

          

          	
            García et al. (2019)

          
        


        
          	
            Revisión y reducción de costos y requisitos burocráticos en aduanas

          

          	
             

          

          	
            García et al. (2016)

          
        


        
          	
            Reforma arancelaria orientada a reducir la alta dispersión arancelaria

          

          	
             

          

          	
            Echavarría et al. (2019)

          
        


        
          	
            3. Reducir barreras en el mercado de capital

          
        


        
          	
            Estructura del Estado y la provisión de bienes públicos

          

          	
             

          

          	
             

          
        


        
          	
            Salvaguardar la inversión pública y reducir su prociclicidad, a través de flexibilizar el gasto corriente y aumentar el recaudo tributario vía reducción de exenciones y aumento de base gravable para renta de personas naturales

          

          	
             

          

          	
            Arbeláez et al. (2021)

          
        


        
          	
            Implementar un ambicioso plan de inversiones en infraestructura de transporte en corredores terrestres, férreos, fluviales y aéreos

          

          	
             

          

          	
            Mejía y Delgado (2020)

          
        


        
          	
            Aumentar inversiones en infraestructura digital, logística y energética, realinear, simplificar y modernizar la regulación de los sectores de telecomunicaciones, energía, gas y electricidad, y privilegiar la regulación que favorezca la innovación y fortalezca las capacidades de defensa de la competencia

          

          	
             

          

          	
            Benavides, capítulo 7

          
        


        
          	
            Profundización financiera

          

          	
             

          

          	
             

          
        


        
          	
            Mejorar los sistemas de información crediticios que logran reducir las tasas de interés y ampliar la base de sujetos de crédito

          

          	
             

          

          	
            Arbeláez y Salazar (2007)

          
        


        
          	
            Flexibilizar medidas como la tasa de usura para logra mayor inclusión financiera y reducir los prestamistas informales (“gota a gota”)

          

          	
             

          

          	
            Steiner y Agudelo (2012)

          
        


        
          	
            4. Reducir barreras en el mercado de trabajo

          
        


        
          	
            Avanzar en un esquema de contratación laboral y cotización a seguridad social por horas, contemplar reducciones a contribuciones obligatorias de la nómina, y revisar disposiciones legales que obligan a que el salario mínimo sea la base mínima de cotización

          

          	
             

          

          	
            Fernández y Mejía,


            capítulo 4

          
        


        
          	
            Incorporar un esquema de salario mínimo diferencial por regiones

          

          	
             

          

          	
            Arango y Flórez (2017)

          
        


        
          	
            Incentivar la participación laboral femenina, especialmente en las edades más productivas (40-50 años) para aprovechar el bono demográfico, con la implementación de licencias de paternidad compartidas y el fortalecimiento de la economía del cuidado (v.g., guarderías, sistemas de transporte)

          

          	
             

          

          	
            Acosta et al. (2007)


            Ramírez et al. (2015)


            Urdinola, capítulo 2

          
        


        
          	
            Inversiones mayores y más costo-efectivas en primera infancia, políticas agresivas de prevención a la deserción y la repitencia, mayores recursos y más focalizados para Educación Superior, e implementar una agenda de pertinencia de la educación que evite tener retornos negativos

          

          	
             

          

          	
            Forero, Saavedra y Fernández,


            capítulo 5

          
        


        
          	
            5. Promover el uso eficiente de la tierra

          
        


        
          	
            Establecer un impuesto a la tenencia de la tierra que promueva su explotación eficiente o su venta para usos productivos

          

          	
             

          

          	
            Ibáñez (2018)

          
        


        
          	
            Reducir la protección arancelaria y no arancelaria en la agricultura

          

          	
             

          

          	
            Perfetti et al. (2017)

          
        


        
          	
            Incentivar la creación de modelos asociativos entre empresas agroindustriales y productores agrícolas para aumentar la productividad agrícola

          

          	
             

          

          	
            Steiner y Ramírez (2019)

          
        


        
          	
            Desarrollar proyectos de adecuación de tierras y de sistemas de riego, apoyados en alianzas público-privadas

          

          	
             

          

          	
            Perfetti et al. (2019)

          
        

      
    


 

    Fuente: Construcción de los autores


    IMPACTO SOBRE EL CRECIMIENTO DE ALGUNAS REFORMAS



    Dadas las recomendaciones de política condensadas en la tabla anterior, esta última sección cuantifica el efecto potencial que tendrían algunas de las reformas mencionadas sobre el crecimiento económico de la próxima década. La magnitud y el alcance de cada reforma se estableció de tal forma que el país logre equipararse con los mejores países de América Latina en cada uno de los ámbitos e indicadores utilizados, suponiendo una transición razonable durante los próximos 10 años. Para este ejercicio, se utilizó una función de producción neoclásica con capital, trabajo y PTF, y se siguieron algunos de los lineamientos metodológicos de Égert et al. (2018) sobre la cuantificación de reformas estructurales. Los escenarios de reforma se calibraron utilizando las elasticidades que han sido estimadas en la literatura económica sobre la PTF, la productividad laboral y el crecimiento económico, para un número importante de países, incluyendo Colombia (ver anexo 1). Se utilizó además la descomposición del crecimiento económico en Colombia y las contribuciones de los factores (capital y trabajo) y de la PTF presentados en el gráfico 42. Vale la pena señalar que, con excepción de infraestructura y profundización financiera, los aumentos en el crecimiento económico a raíz de las reformas planteadas se derivan únicamente de su impacto sobre la PTF y no tienen en cuenta posibles efectos en la acumulación de capital o trabajo. Adicionalmente, dado que existen interrelaciones y endogeneidad entre las reformas planteadas, no es posible agregar los efectos, pero sí tener una idea del orden de magnitud de cada impacto, lo que resulta fundamental para la priorización de la política pública.


    Las reformas estimadas se plantean en diferentes áreas siguiendo la línea de argumentación del primer capítulo: mejoras en la calidad institucional, profundización de la competencia, mejoras en los mercados de capital y mejoras en el mercado de trabajo. Dado que varias de las reformas tienen un efecto en productividad a través de reducir la informalidad y de aumentar la innovación y mejorar las tecnologías de producción, estos efectos se analizan también por separado.


    En la tabla 5 se presentan las posibles reformas y sus impactos sobre el crecimiento económico. Como es usual en los modelos de crecimiento, las reformas estudiadas afectan de forma transitoria el crecimiento del PIB y de forma permanente su nivel.


    Tabla 5. Efectos sobre el crecimiento económico de las reformas planteadas


    
      
        

        

        

        

        

        
      

      
        
          	
            Ámbito

          

          	
            Reforma

          

          	
            Descripción

          

          	
            Crecimiento anual adicional* (2020-2030)

          

          	
            Aumento frente a PIB per capita 2030 (PPP $USD)

          

          	
            Elasticidad

          
        

      

      
        
          	
             

          

          	
             

          

          	
            Escenario base

          

          	
            2,60 %

          

          	
            $ 17 056

          

          	
             

          
        


        
          	
            Instituciones

          

          	
            Calidad de las instituciones

          

          	
            Mejora del índice de calidad institucional PRS, pasando de 2,17 a 3,4 (promedio Chile y Uruguay)

          

          	
            1,25

          

          	
            14,3 %

          

          	
            0,22


            (CAF, 2018)

          
        


        
          	
            Competencia

          

          	
            Barreras a la entrada

          

          	
            Reducción del costo de entrada para las empresas del 14 % del ingreso medio al 10 % (promedio Chile y Argentina)

          

          	
            0,66

          

          	
            7,3 %

          

          	
            -0,23


            (Barseghyan, 2006)

          
        


        
          	
            Apertura económica

          

          	
            Aumento de comercio (% del PIB) desde el 35 % hasta el 50 % (promedio Chile, Perú y Uruguay)

          

          	
            0,92

          

          	
            10,4 %

          

          	
            0,7


            (Loko, et al., 2009)

          
        


        
          	
            Mercado de capital

          

          	
            Impuestos corporativos***

          

          	
            Reducción en recaudo del 5 % del PIB al 4,5 % (reforma tributaria del 2019)

          

          	
            0,31

          

          	
            3,4 %

          

          	
            -0,31


            (Schwellnus, et al. 2008)

          
        


        
          	
            Infraestructura

          

          	
            Aumento de la inversión en infraestructura: 0,5 % del PIB al año

          

          	
            0,80

          

          	
            9,0 %

          

          	
            0,13


            (Mejía y Delgado, 2020)

          
        


        
          	
            Profundización financiera

          

          	
            Aumento del crédito al sector privado no financiero/PIB del 50 % al 90 % (promedio Chile y Brasil)

          

          	
            0,14

          

          	
            1,5 %

          

          	
            0,0176


            (Beck & Levine, 2004)

          
        


        
          	
            Mercado laboral

          

          	
            Capital humano

          

          	
            Aumentar los años de escolaridad, de 8,3 años en el 2019 (Unesco) hasta 10 en el 2030 (promedio Chile y Argentina)

          

          	
            0,25

          

          	
            2,7 %

          

          	
            0,14


            (Engelbretch, 1997)

          
        


        
          	
            Salario mínimo

          

          	
            Tope máximo al crecimiento del SM: inflación + productividad laboral (4 %), frente a aumento promedio en el período 2010-2019 del 5 %

          

          	
            0,12

          

          	
            1,2 %

          

          	
            -0,23


            (Álvarez y Fuentes 2018)

          
        


        
          	
            Bono de género

          

          	
            Reducción de 1/3 de la brecha de participación laboral entre mujeres y hombres, grupo de 40 a 50 años

          

          	
            0,62

          

          	
            6,8 %

          

          	
            3,83**


            (Feyrer, 2007)

          
        


        
          	
            Informalidad laboral

          

          	
            Reducir la informalidad laboral desde el 60 % hasta el 27 % en el 2030 (promedio Chile y Uruguay)

          

          	
            0,77

          

          	
            8,6 %

          

          	
            0,14


            (Botello, et al., 2015; Rodríguez et al., 2010)

          
        


        
          	
            Entorno


            empresarial

          

          	
            Innovación

          

          	
            Aumento de inversión en I+D del 0,24 % del pib al 0,70 % (promedio Argentina, Chile y Brasil)

          

          	
            0,74

          

          	
            8,2 %

          

          	
            0,27


            Arbeláez, et al. (2010)

          
        


        
          	
            Gerencia

          

          	
            Mejora del índice de calidad de la gerencia del wms de 2,5 a 3 (México)

          

          	
            0,30

          

          	
            3,2 %

          

          	
            0,08


            Bloom et al. (2016)

          
        


        
          	

          	

          	
            Promedio

          

          	
            0,57

          

          	
            5,9 %

          

          	
        


        
          	
        

      
    


   

    Fuente: Cálculos de los autores


    Notas: En el escenario base, es decir aquel sin reformas, se utilizó el escenario de crecimiento económico de Fedesarrollo.


    *Las reformas se distribuyen de manera gradual e igual año tras año, y el impacto es transitorio en el crecimiento, pero permanente en el nivel del PIB.


    **Los efectos de “demografía” no son elasticidades sino variaciones ante cambios porcentuales en la composición etaria.


    ***Se evalúa el impacto de la reforma tributaria del 2019, la cual redujo la tasa de renta corporativa e introdujo el descuento pleno del IVA pagado en la adquisición de bienes de capital.

  

    El primer ejercicio consiste en analizar el impacto de una reforma que permita mejorar la calidad de las instituciones, reflejándose en un aumento del índice de calidad institucional PRS del 2,17 actual al 3,4, que equivale al promedio observado en Chile y Uruguay, los países líderes en la región. Una reforma de este estilo podría tener un impacto sustancial de 1,25 pp de crecimiento adicional, lo que implicaría que el PIB per capita en el 2030 podría ser 14,3 % más alto que en el escenario base (USD$17 056).


    El segundo ejercicio se refiere al ámbito de la competencia. De acuerdo con los resultados, reducir los costos de entrada para nuevas empresas —del 14 % del ingreso medio al 10% del ingreso medio en el 2030, el promedio de Chile y Argentina— podría aumentar la tasa de crecimiento en 0,66 pp y el PIB per capita en el 2030 en 7,3 %. Por su parte, aumentar la exposición de Colombia al comercio internacional —del 35 % actual al 50 % del PIB en el 2030, equivalente al promedio de Chile, Perú y Uruguay— tendría importantes efectos sobre el crecimiento de la productividad y de la economía, aumentando la tasa de crecimiento promedio de la próxima década en 0,92 pp y el PIB per capita en el 2030 en 10,4 %.


    Un tercer conjunto de reformas tiene que ver con los mercados de capital. En primer lugar, el impacto de la reforma tributaria del 2019 en términos de la reducción de la tarifa de renta y el descuento del IVA pagado en la adquisición de bienes de capital generará una reducción en la presión tributaria sobre las empresas del 5 % actual a alrededor del 4,5 % en el 2030.29 Esto aumentaría la tasa de crecimiento en 0,31 pp en diez años, lo que implica un PIB per capita 3,4 % más alto en el 2030. En segundo lugar, se observa que elevar la inversión en infraestructura en un 0,5 % del PIB en promedio cada año puede estimular la tasa de crecimiento de la próxima década en 0,8 pp al año en promedio, generando un PIB per capita en el 2030 9 % más alto. En tercer lugar, aumentar la profundización financiera del 50 % del PIB actualmente al 90 % en el 2030, el promedio de Chile y Brasil, elevaría la tasa de crecimiento en cerca de 0,14 pp al año en una década y el PIB per capita en 1,5 %.30


    Las reformas del mercado laboral tienen también importantes implicaciones sobre el crecimiento económico. Primero, aumentar los años de escolaridad de 8,3 a 10 años —equivalente al promedio de Chile y Argentina— podría aumentar el crecimiento en 0,25 pp por año y en 2,7 % el PIB per capita en el 2030. Segundo, se analiza el efecto de aumentos del salario mínimo que estén en línea con los aumentos en la inflación y la productividad laboral (4 %) frente a un escenario base de aumentos del 5 %, similares a lo observado en el período 2010-2019. Esto tendría un impacto de 0,12 pp en el crecimiento y un aumento del 1,2 % en el PIB per capita en el 2030.31 Tercero, se estudia el impacto de una reforma que permita aprovechar el bono de género, consistente con la reducción de 1/3 de la brecha de participación laboral entre hombres y mujeres en edades entre 40 y 50 años. Esta reforma podría aumentar la tasa de crecimiento promedio en 0,62 pp por año por diez años y el PIB per capita en el 2030 en el 6,8 %. Por último, se estudia el impacto de reformas que permitan reducir la informalidad laboral, del 60 % observado actualmente al 27 % —promedio observado en Chile y Uruguay—. Esto tendría un impacto en el crecimiento de 0,77 pp adicionales y conduciría a un PIB per capita en el 2030 8,6 % más alto.32


    Finalmente, el quinto ámbito de reformas se refiere al entorno empresarial. Por un lado, aumentar la inversión en I+D del 0,24 % al 0,7 % del PIB —que es el promedio observado en Argentina, Chile y Brasil— aumentaría el crecimiento económico en 0,74 pp y el PIB per capita en el 2030 en 8,2 %. Por otro lado, mejorar la calidad de la gerencia, de tal forma que el índice de calidad del WMS pueda subir de 2,5 a 3, el nivel observado en México, podría aumentar el crecimiento en 0,3 pp y el PIB per capita en el 2030 en el 3,2 %.


    En suma, los resultados indican que cada una de las 12 reformas analizadas podrían aumentar el crecimiento económico en 0,57 pp en promedio, y el PIB per capita en el 2030 en el 5,9 %. Para dar órdenes de magnitud, 0,6 puntos de crecimiento equivalen a aumentar en prácticamente un 25 % la tasa de crecimiento estimada en el escenario base (2,5 %). El top 5 de reformas de acuerdo con su impacto en crecimiento económico es el siguiente:


     


    
      	Mejorar la calidad de las instituciones (1,25 pp de mayor crecimiento)


      	Aumentar el comercio internacional (0,92 pp de mayor crecimiento)


      	Aumentar la inversión en infraestructura (0,80 pp de mayor crecimiento)


      	Reducir la informalidad laboral (0,77 pp de mayor crecimiento)


      	Aumentar la inversión en innovación e I+D (0,74 pp de mayor crecimiento)

    


     


    Este conjunto de estimaciones permite no solo extraer insumos importantes para la discusión de política pública en los próximos años, sino también priorizar las reformas que el país debe adelantar para asegurar un mayor crecimiento económico. Con base en el top 5 de impactos arriba descritos, los ámbitos de reforma centrales que el país debería adelantar en la próxima década están relacionados con:


     


    
      	Un fortalecimiento de las instituciones, que involucra reformas a la justicia y a la política, así como mecanismos efectivos de transparencia y control a la corrupción.


      	Una profundización de la competencia, a través de una menor protección comercial, tanto arancelaria como no arancelaria, y medidas para reducir otros costos de comerciar.


      	Un aumento de la inversión pública en proyectos de infraestructura.


      	Una reforma en el mercado laboral, con elementos como un esquema de salario mínimo menos distorsionante, menores costos no salariales y un sistema de protección financiado con impuestos generales que elimine la exclusión actual del 60 % de los trabajadores.


      	Un esfuerzo público-privado que permita apalancar mayores inversiones en innovación.

    


     


    Aunque un análisis detallado de la viabilidad política de estas reformas sobrepasa el alcance de este capítulo, es fundamental señalar que la implementación de las reformas aquí planteadas podría enfrentar diversas barreras de economía política. En el pasado, intentos de adelantar reformas estructurales en diversos frentes —comercial, tributario, agrícola, entre otros— han sido bloqueados como resultado de la presión o cabildeo ejercido por diversos grupos de interés que podrían verse afectados por las reformas (ver, por ejemplo, Edwards y Steiner, 2008; Olivera et al., 2010; Salazar, 2013; Arbeláez et al., 2019).


    Si bien las crisis pueden también favorecer el surgimiento de gobiernos populistas, con consecuencias nefastas sobre el crecimiento económico y la estructura productiva de un país (Edwards, 2010), especialmente cuando el deterioro de las condiciones sociales no es atendido satisfactoriamente por los hacedores de política (Rodrik, 2018), también hay evidencia de que suelen facilitar consensos políticos que difícilmente se lograrían en tiempos normales (Williamson y Haggard, 1994). En este orden de ideas, la crisis económica que vive actualmente el país como consecuencia del covid-19 se constituye en una oportunidad invaluable para efectuar reformas profundas como las mencionadas en este capítulo, cuya implementación, además, puede ser fundamental para atender de manera satisfactoria las crecientes necesidades sociales.


    CONCLUSIONES



    La economía colombiana ha crecido a un ritmo lento en las últimas décadas, insuficiente para elevar significativamente el nivel de ingreso del país y atender las necesidades sociales de la población. Este resultado se explica en buena medida por un atraso grande en términos de productividad, la cual ha crecido negativamente en las últimas décadas. Aunque esta situación ha sido peor en los países pares de América Latina, contrasta con el buen desempeño de otras economías emergentes —como las del sudeste asiático—, donde los avances en productividad y en crecimiento económico les ha permitido alcanzar un nivel de ingreso superior al de Colombia y América Latina, y acercarse a las economías de ingresos altos —Europa y Estados Unidos—.


    Al profundizar en la estructura productiva colombiana, saltan a la vista una diversidad de barreras en diferentes frentes que distorsionan la manera como se asignan los factores de producción y explican en buena medida el atraso de la productividad. Estas barreras pueden agruparse en aquellas que afectan 1) la calidad de las instituciones, como la corrupción, la permeación de la burocracia por parte de grupos de interés y el débil imperio de la ley; 2) la competencia, donde sobresalen la alta protección comercial, la elevada concentración en algunos sectores y los altos costos de entrada a nuevas empresas; 3) el mercado de capital, donde hay una aún insuficiente profundización financiera y altos costos del crédito, una estructura tributaria inequitativa y desbalanceada, bajos niveles de inversión pública y deficiente calidad de la infraestructura; 4) el mercado laboral, que incluye rigideces en la legislación, baja participación femenina y bajo nivel de capital humano, y 5) el mercado de tierras, asociado también con una alta protección comercial y altos niveles de informalidad, y concentración de los derechos de propiedad.


    Todo ello ha implicado un desempeño empresarial deficiente, con una gran cantidad de firmas pequeñas, informales y poco productivas, limitada inversión en actividades de innovación, baja calidad de las prácticas gerenciales y ausencia de vocación exportadora. La crisis del covid-19 profundizará estos resultados, afectando aún más fuertemente la productividad, ralentizando el crecimiento económico de corto, mediano y largo plazo, y agudizando la incidencia de la pobreza y la desigualdad.


    Esto debe motivar reflexiones profundas y fomentar acuerdos en torno a las reformas que el país necesita si quiere elevar la productividad, el crecimiento y el ingreso de mediano y largo plazo. En este sentido, este capítulo aporta herramientas a esa importante discusión para mostrar, por un lado, las graves implicaciones que ha tenido en el pasado el no implementar las reformas que el país necesita y, por otro lado, las reformas que el país debería discutir para la próxima década y su impacto potencial sobre el crecimiento de la economía.


    Las recomendaciones enfatizan que el país debe hacer mayores esfuerzos por fortalecer las instituciones y reducir los niveles de corrupción, incrementar su apertura al comercio internacional, elevar la inversión en infraestructura, reducir sustancialmente la informalidad laboral y canalizar mayores recursos para la inversión en innovación en general y en investigación y desarrollo en particular. También se realza la importancia de reducir los costos de entrada para las empresas fomentando una mayor competencia interna, disminuir la brecha de participación femenina, mejorar la calidad de la gerencia, aumentar los años de educación y profundizar los mercados de crédito.


    Reformas en cada uno de estos frentes podrían aumentar la tasa de crecimiento económico en cerca de 0,6 pp por año por la próxima década, con los consecuentes impactos positivos en términos de ingreso per capita, calidad del empleo y reducción de la pobreza.
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